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PREÁMBULO

			Este libro se escribió a lo largo del primer año de la pandemia de coronavirus, pues la redacción del manuscrito se inició en marzo de 2020, a la par que el gran confinamiento decretado por el estado de alarma contra la covid, y concluyó en el verano de 2021. No obstante, como es de imaginar, su gestación se había iniciado bastantes años antes, desde que el 1 de octubre de 1996 me hice cargo de la docencia de la asignatura «Análisis comparado de las democracias», común a las licenciaturas de Sociología y Ciencias Políticas que se impartía en el quinto curso del Plan de Estudios de 1993 en la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense de Madrid (UCM). Y a lo largo de diecisiete años, hasta el curso 2012-2013 en el que la asignatura desapareció con dichas Licenciaturas, por la entrada en vigor de los nuevos Grados previstos en el europeo Plan de Bolonia que pretendía revolucionar la universidad, tuve la ocasión de aprender e interiorizar casi todos los contenidos publicados sobre la materia, mientras preparaba las clases de esa asignatura imaginando los mejores diseños didácticos para poder explicárselas al alumnado con la debida combinación de claridad y complejidad. He dicho «casi» todos, y no todos los contenidos publicados, porque no había tiempo material para devorar y deglutir la ingente literatura acumulada; tanto más cuanto yo debía simultanear dicha asignatura con las demás que impartía en licenciatura y doctorado, hasta cubrir a la larga más de una docena cumplida en total. Pero lo cierto es que «Análisis comparado…» fue siempre mi preferida de lejos sobre las demás, y por eso le dediqué mucho mayor interés, compromiso y pasión escénica que a las demás asignaturas que competían con ella por recabar mi atención. Lo que sin duda hubieron de notar todas las cohortes de estudiantes que se sucedieron escuchándome y cuestionándome durante todos esos años, según me consta porque aquéllas fueron sin duda las mejores clases que he impartido a lo largo de mi carrera, y me considero sin falsa modestia un buen profesor. Por eso quiero dedicarles el libro a mis estudiantes de aquellos años, pues sin duda lo mejor de estas páginas se debe a mi fructífera interacción con todos ellos.

			Respecto al contenido del libro, debo hacer algunas acotaciones previas para perfilar los contornos de lo que ya se indica mejor en la «Introducción» subsiguiente. Las democracias que se comparan en sus capítulos no son todas las que hay, pues el análisis se concentra en las occidentales de mayor tamaño exclusivamente, sin poder atender siquiera a las latinoamericanas, y mucho menos a las asiáticas y africanas. Este sesgo etnocéntrico se debe por supuesto a una imprescindible economía de medios, pues no había tiempo ni espacio para poder abarcar al conjunto: así fue como enfoqué mi asignatura desde un principio, para no sobrecargar al alumnado, y así he mantenido la misma selección al redactar el libro, buscando su más coherente unidad interna. Al fin y al cabo, las democracias occidentales siguen constituyendo la élite poscolonial del poder planetario, lo que no permite compararlas equitativamente con las demás democracias subordinadas, como a veces se tiende a hacer con cierta demagogia, porque no sería justo para ellas.

			Además de esta acotación de la muestra de países a comparar, hay otra más que hacer, y es que se prescinde de la infraestructura económica en los términos de la comparación. Así, lo que se compara en las democracias occidentales son sus instituciones políticas y sus culturas públicas, pero no su estructura social ni sus instituciones económicas, que quedan fuera de lugar por las evidentes limitaciones de tiempo y espacio, pero también debido igualmente al nicho académico que ocupaba la asignatura originaria para no solaparse con las demás. Ello contradice el determinismo infraestructural que comparten liberales y marxistas, pero satisface plenamente la «autonomía de la política» que preconiza el método weberiano. Finalmente, además de la acotación espacial limitada a los países occidentales, hay otra acotación temporal impuesta por la pandemia, pues los análisis e interpretaciones que aparecen en el texto se detienen justo antes de que se produjera su impacto, ya que todavía carecemos de perspectiva histórica suficiente para poder estimarlo. Y lo mismo cabe decir de la invasión de Ucrania por Rusia, que se produce mientras concluyo estas líneas. Unos hechos que alterarán las relaciones entre las democracias de un modo que no podemos todavía imaginar.

			Añadiré que, pese al origen docente de su contenido, este libro no es un manual académico al uso, aunque también pueda ser manejado de tal modo, ya que contiene toda la información empírica y metodológica necesaria para ello, si bien expuesta con un estilo expositivo más literario que erudito. Sin embargo, además de que pueda ser usado como un manual, está también pensado como un ensayo con cierta vocación teórica, ya que trata de analizar en cada tema las diversas interpretaciones disponibles optando entre ellas por las que parecen más convincentes que las demás. Eso incluye en ciertos casos una toma de partido que a veces llega a ofrecer a título tentativo una propuesta original, lo que hace de este libro una especie de híbrido entre manual académico y ensayo teórico. Aunque será el lector quien haya de juzgar sobre lo trivial o atrevido de semejante intento.

			Madrid, primavera de 2022.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
INTRODUCCIÓN:
EL JARDÍN EUROPEO


			Si Grecia creó la democracia directa, aunque patriarcal y elitista, Europa inventó la actual democracia representativa. Pero Europa es una y muchas a la vez, todas diferentes entre sí. Y también las democracias son plurales y diversas. Algunos autores reducen su multiplicidad a meras variantes locales de un mismo modelo genérico, otros las clasifican en dos, tres o cuatro grandes familias, y aún hay quienes postulan tantos tipos como países democráticos. Provisionalmente, aquí partiré del supuesto tentativo de que la democracia occidental es una y trina a la vez, como la teología católica: liberal o anglosajona, protectora o renana (ya sea conservadora o socialdemócrata) y plebiscitaria o latina. Y para visualizar esta tríada la ilustraré con la metáfora del jardín.

			
1. LA METÁFORA POLÍTICA DEL JARDÍN

			En efecto, cabe imaginar que todo jardín es representativo del estatus o la identidad de la persona o la institución que lo patrocina. Pues bien, la historia de la jardinería occidental también culmina con la sucesión en la era moderna de tres modelos canónicos: el jardín italiano o renacentista, surgido en el siglo xvi; el jardín francés o geométrico, creado en el siglo xvii; y el jardín inglés o paisajista, nacido en el siglo xviii (Páez de la Cadena, 1998). Veamos esquemáticamente sus principales características.

			El jardín renacentista es contemporáneo de la explosión cultural creativa de las ciudades-estado italianas del quattrocento, como Florencia, que también redescubrieron la democracia directa de la antigüedad clásica ateniense y romana, dando lugar al republicanismo cívico teorizado por Maquiavelo al servicio de la razón de Estado. Y junto a la arquitectura, la pintura y la escultura, también la jardinería se erigió en arte suntuaria representativa de la magnificencia a la que aspiraba la élite del patriciado urbano. Para ello empezaron por sacar los jardines al exterior de los palacios, en cuyo patio se habían enclaustrado durante la Edad Media, para abrirlos a su pública contemplación escenográfica inspirándose como modelos en los jardines de las villas de la Roma clásica. Entre los ejemplos más famosos destacan los jardines de Villa Castelo y de Boboli, promovidos por los Medici en Florencia; y en Roma Villa Madama, la villa del Cardenal Farnesio en Caparola, Villa Lante en Bagnaia y Villa Orsini en Bomarzo, estos tres últimos del jardinero Vignola; y Villa d’Este, quizás el más célebre jardín renacentista, del jardinero Ligorio (Páez, 1998, pp. 135-142).

			Tres son las características distintivas del jardín italiano: «la unificación de los elementos arquitectónicos con los jardineros siendo éstos parte activa en el desarrollo de los espacios abiertos, la utilización de perspectivas mediante la dosificación de las pendientes y el aterrazamiento del terreno, y la linealidad del ajardinamiento concentrado alrededor de un eje básico que prolongaba el de la edificación principal» (ibidem, p. 131). Todo ello desarrollando una gran inventiva ornamental en flores, setos, arbustos, grutas, laberintos, estatuaria y arboladura, a fin de crear un sorprendente espectáculo vegetal lleno de fantasía capaz de encantar y seducir al fascinado espectador. Así se restablecía una clara continuidad histórica con el panem et circenses del imperio romano, que para el poeta Juvenal y el crítico Cicerón constituía el método de dominar a los ciudadanos mediante subvenciones y espectáculos, jardineros en este caso. Como harán siglos después el cesarismo plebiscitario y el populismo clientelar, típicos de las democracias latinas, predispuestas a cautivar la soberanía popular con panem et circenses.

			Por su parte, el jardín francés del barroco significa una evolución del modelo italiano renacentista al que añadió dos elementos nuevos, de significado mucho más político que meramente formal. Ante todo, el de «recrear el emplazamiento en función del jardín que se quería obtener, y no al revés»; y, además, «desarrollarlo de forma simétrica partiendo de un punto central, de manera que la vista pueda abarcarlo todo como si fuera un discurso lógico y bien ordenado» (Páez, 1998, p. 221). Y esto exige la reconstrucción ex novo de la naturaleza, allanando el suelo del paraje, arrancando de raíz su vegetación y edificando en su lugar toda una arquitectura ornamental de flores y plantas geométricamente alineadas para formar un tablero ortogonal capaz de representar simbólicamente el dominio público de su patrocinador. Lo que implica imponer sobre el terreno un proyecto prediseñado de antemano en torno a un doble eje de coordenadas cartesianas desde cuyo centro se visualiza toda la extensión del dominio a una escala proporcional a la magnitud o la majestad de la autoridad simbolizada. Por lo que bien puede decirse que el centro del jardín simboliza el ojo y la voluntad de poder de su titular como en el «panóptico» de Jeremy Bentham (Foucault, 1976).

			Su paradigma es por supuesto Versalles, el majestuoso jardín creado en 1662 por Luis XIV, el Rey Sol, como nueva sede de su corte. Pero tenía un modelo previo a menor escala, construido en el castillo de Vaux-le-Vicomte por el arquitecto Louis Le Vaux y el jardinero André Le Nôtre por encargo de Nicolas Fouquet, Superintendente de Finanzas y mano derecha del primer ministro, cardenal Mazarino. Éste gobernaba Francia durante la minoría de edad del joven rey, venciendo internamente a la nobleza sublevada en la Fronda, tras la guerra civil de 1648 a 1652, y externamente a la corona española de Felipe IV y su valido Olivares, a quienes expropió la hegemonía europea tras derrotarles en la Guerra de los Treinta Años imponiéndoles la Paz de los Pirineos (1659). Pero Mazarino muere en 1661 y el joven rey Luis, con tan sólo 23 años y teniendo el reino pacificado sin ningún desafío interior ni exterior, decide a partir de entonces gobernar por sí mismo sin ninguna clase de valido ni primer ministro, empezando por destituir y encarcelar a Fouquet acusándolo de corrupción. Y como gesto simbólico de su voluntad de ejercer un poder absoluto, encarga a esos mismos creadores de Vaux-le-Vicomte, Le Vaux y Le Nôtre, que le construyan un palacio y un jardín en Versalles a escala muy superior como nueva sede de la corte francesa. Un jardín edificado en nombre del dios Apolo con quien se identifica el Rey Sol, a fin de que represente la soberana majestad de un poder absoluto capaz de imponer su dominio material y moral tanto sobre la naturaleza y el territorio como sobre la corte, la nobleza y la sociedad de Francia entera.

			Por eso cabría decir, figuradamente, que la creación de Versalles simboliza el punto de arranque de la construcción del Estado francés. Y desde entonces, todos los poderes europeos aspiraron a simbolizar su propia autoridad pública mediante la edificación de jardines geométricos a la francesa, erigidos mediante hileras cartesianas de parterres delineados con broderies y recortados con ars topiaria a modo de escuadrones vegetales capaces de emular un desfile triunfal o gran parada militar, a imagen y semejanza del gran Versalles. Todo ello como representación simbólica del sistema absolutista de gobierno que bajo la influencia hegemónica francesa se extendió y generalizó por toda Europa continental, con excepción de las Islas Británicas como veremos. Un modelo que pasaba por recortar los poderes de la alta nobleza territorial para congregarla en la corte real reducida al papel de amanerada camarilla cortesana, que se veía obligada a reír las gracias del monarca como árbitro discrecional tanto de los rituales festivos como de los poderes públicos (Elias, 1982). Pues si la potestad real podía ordenar a sus jardineros que podasen las formas vegetales a su arbitrio para someterlas a sus diseños geométricos, también podía amenazar con cortar las cabezas de las casas señoriales o de la población común, como forma de someterles al imperio de la Razón de Estado.

			Ésta es la metáfora del jardinero que Zygmunt Bauman propuso en su célebre libro Modernidad y Holocausto para caracterizar la ingeniería social que aplicaron en una u otra medida los sucesivos regímenes de los Estados modernos, herederos del absolutismo barroco, para administrar y cultivar las haciendas, las poblaciones y los territorios sobre los que detentaban jurisdicción. «La cultura moderna es una cultura del jardín. Es la visión del jardinero proyectada sobre un escenario del tamaño del mundo [que] construye su propia identidad a partir de la desconfianza en la espontaneidad de la naturaleza y su deseo vehemente de un orden mejor y necesariamente artificial. Además del diseño, el orden artificial del jardín necesita defensas contra el peligro que supone el desorden. Algunos jardineros odian las malas hierbas que estropean su diseño: esa fealdad en medio de la belleza, esa basura en medio del orden sereno. A otros les deja impasibles: se trata sólo de un problema que hay que resolver, un trabajo más que acometer. Estas actitudes no cambian la suerte de las malas hierbas, ya que ambos jardineros las eliminan. El genocidio moderno, lo mismo que la cultura moderna en general, es el trabajo de un jardinero» (Bauman, 1997, pp. 126-127). Una metáfora, la del jardinero, que expresa muy bien la «biopolítica» de Foucault (2008), como forma tecnocrática de dominación.

			Pero la metáfora del jardín que aquí se plantea es mucho más amplia y compleja que la reduccionista metáfora del jardinero que propuso Bauman. Es verdad que el cartesiano y geométrico jardín francés del Barroco, que aplica e impone la razón del Estado sobre la naturaleza arrasada del territorio, resulta perfectamente asimilable al jardinero que poda el desorden de las malas hierbas espontáneas para trasplantar sus propios diseños burocráticos y tecnocráticos. Pero ése no es el único modelo posible de jardín, pues hay otros, y en particular existe otro modelo inmediatamente posterior que es estrictamente contrapuesto a ése. Me refiero al jardín paisajista inglés, neoclásico y prerromántico, que en lugar de arrasar el territorio arrancando de cuajo su vegetación silvestre para plantar formaciones lineales diseñadas de antemano desde arriba, por el contrario decide respetar fielmente la naturaleza del lugar para reconstruir sobre su base un jardín que desarrolle las potencialidades intrínsecas de su originalidad singular. Traduciendo esta contraposición a los términos de la metáfora del jardinero propuesta por Bauman, vale decir que si el jardinero francés practica la destrucción creadora, eliminando las irregularidades naturales del terreno para dejar el suelo como una página en blanco sobre la que plantar un orden geométrico artificial, el jardinero inglés practica por el contrario una reconstrucción conservadora, que aprovecha las irregularidades del terreno (como colinas, vaguadas, estanques, arroyos, arenales o rocas) para integrarlas con armoniosa coherencia en un todo unitario, embelleciendo así el marco distintivo de su propia naturaleza original. La intervención del jardinero francés es radical, revolucionaria y maximalista porque arranca de cuajo el desorden anterior para crear ex nihilo un nuevo orden racional, mientras que el jardinero inglés es tolerante, reformador y minimalista porque toma a la naturaleza espontánea como un diamante en bruto que debe ser tallado y esculpido para potenciar y desarrollar todas sus capacidades intrínsecas.

			Esta antítesis entre ambos métodos se debe por supuesto al distinto contexto en que aparecieron y al muy diferente sujeto histórico responsable de su invención. Como hemos visto, el jardín francés fue creado por el monarca absolutista para servir de escenario al nuevo régimen de sujeción de la nobleza cortesana, una vez vencida definitivamente la sublevación de la Fronda. En cambio, en la Gran Bretaña, el equivalente a la Fronda francesa (1648-1952) que fue la Guerra Civil inglesa de 1642 a 1648 terminó con un resultado diametralmente opuesto al simétrico conflicto francés. Si el Cardenal Mazarino venció y desarmó por completo a la nobleza señorial alzada en armas, sentando así las bases para que Luis XIV iniciase la construcción del naciente Estado absolutista, su equivalente inglés, Carlos I Estuardo, que también tenía el mismo proyecto de dominación absolutista, fue desafiado sin embargo por el rebelde Parlamento Largo, siendo vencido por el ejército puritano de Oliver Cromwell, sentenciado por la Cámara de los Comunes y ejecutado en 1649. El absolutismo había fracasado en suelo británico, lo que fue confirmado poco tiempo después por la Revolución Gloriosa de 1688 que instauró para siempre un régimen representativo de monarquía parlamentaria. Así se inició la era del liberalismo inglés, como alternativa al común absolutismo monárquico que dominó el resto de Europa continental (a excepción de las Provincias Unidas neerlandesas). Y fueron precisamente los descendientes del bloque social que derrotó a Carlos I, la gentry formada por la pequeña nobleza terrateniente independiente de la corona, quienes habrían de crear y desarrollar, ya en el siglo xviii, la revolución industrial, la ciencia moderna, el parlamentarismo predemocrático, la ilustración anglo-escocesa, el deporte moderno (sport)… y la jardinería paisajista, desarrollada a partir de 1730.

			El primer jardinero paisajista fue también el poeta, escritor e intelectual que más hizo por criticar y satirizar los ridículos excesos a que había llegado la moda del jardín geométrico francés: Sir Alexander Pope, el miembro más conocido de los célebres «augustos», los poetas y novelistas neoclásicos que protagonizaron la revolución de la lectura que tuvo lugar en la Inglaterra georgiana, así llamados porque se proponían recrear una nueva edad dorada como la de César Augusto, cuando Virgilio, Horacio y Ovidio llevaron a la cumbre las letras latinas. Pues bien, bajo ese aire de los tiempos destacó no sólo el boom de la novela, con la Pamela (1740) de Samuel Richardson como primer best seller de la historia, sino también el boom del jardín paisajista, que se puso de moda como bien de primera necesidad en todo gentleman que se respetase. Y su primer propagandista fue Pope, que diseñó por sí mismo su propio jardín en su mansión de Twickenham junto al Támesis en 1731, año en que también apareció su Epístola a Lord Burlington (a su vez promotor del jardín de Chiswick diseñado por Kent), en la que escribe: «Construir, plantar, sea cual sea la intención, la Naturaleza nunca debe ser olvidada. Consultemos en todo al Genio del Lugar, que ordena que las aguas asciendan o caigan, que ayuda a las ambiciosas colinas a escalar los cielos, o escalona los valles en anfiteatros circulares, que convoca al paisaje, atrae los claros que se abren, une los bosques serviciales y hace variar las sombras, a veces frustra las intenciones y otras dirige las líneas maestras, que pinta cuando tú plantas, y mientras trabajas, diseña» (Páez, 1998, pp. 247-254). Pues en efecto, el genius loci, cantado por los grandes autores neoclásicos y prerrománticos de la Inglaterra georgiana, como Addison, Walpole, Chambers y el propio Pope (Martín Salván, 2006), es la gran metáfora que inspira la imaginación creadora de los jardineros paisajistas, cuyo imperativo categórico está diametralmente contrapuesto al designio racionalista del jardín francés destructor y torturador de la naturaleza. Pues si como vimos con Bauman el despotismo jardinero aborrece la espontaneidad silvestre de la naturaleza, el jardinero paisajista trata por el contrario de convocar, despertar y potenciar al genio del lugar.

			Así comenzó la fiebre de la jardinería paisajística, cuyas estrellas eran los grandes diseñadores como William Kent, íntimamente relacionado con Pope, cuyas ideas aplicó en dos grandes jardines: Chiswick en 1733, por encargo de Lord Burlington, y Stowe en 1735, que cinco años después sería remodelado por otro gran jardinero, Lancelot Brown, apodado «Capability» Brown porque siempre buscaba desarrollar las «capacidades» intrínsecas de cada lugar (su genius loci), con ejemplos tan famosos como Blenheim en 1760. Y la tercera celebridad de la escuela sería Humphry Repton, que creó y popularizó la etiqueta del Lanscape Gardening (jardinería paisajista), cuya creación más notoria fue la de West Wycomb ya en 1788. Pues en efecto, el prestigio cultural del nuevo modelo de jardín se había hecho tan influyente que muy pronto atravesó todas las fronteras europeas (es el caso del Capricho madrileño de la Duquesa de Osuna en 1787) desplazando en el favor del público al artificioso jardín francés y llegando a conquistar la primacía cultural en la propia Francia del despotismo ilustrado, según el ejemplo paradigmático de Ermenonville, diseñado en 1787 por Jean-Marie Morel para el Marqués de Girardin, quien lo creó en honor del gran filósofo político Jean Jacques Rousseau que habría de pasar el final de sus días allí donde también se edificó su tumba.

			Los contemporáneos pronto advirtieron el contraste entre el nuevo jardín paisajista y el anterior geométrico como una alegoría de la contraposición entre el liberalismo inglés y el absolutismo a la francesa. El paisajismo trata de despertar y liberar el genius loci o espíritu del lugar que habita en cada espacio o territorio singular, mientras que la jardinería absolutista pretende erradicarlo y eliminarlo para disolverlo bajo un nuevo orden impuesto desde arriba como camisa de fuerza. Y en este sentido, los críticos culturales como Pope del delirio formalista del jardín francés no hacían sino anticipar la crítica posterior que el filósofo político Edmund Burke elevaría contra la Revolución Francesa. Para éste, no se puede erradicar las instituciones para hacer de ellas una tabula rasa sobre las que plantar ex novo otras nuevas diseñadas arbitrariamente ex nihilo por la ingeniería política, como pretendía la revolución, pues las instituciones no son productos artificiales fabricados ad hoc, sino que constituyen un orden espontáneo no diseñado por nadie que se ha ido sedimentando históricamente por efecto involuntario de la interacción humana acumulada. Por eso hay que respetar el genius loci no sólo a escala local, como sugería Pope en el campo del gardening, sino también a escala nacional, como reclamaba Burke.

			
2. GEOPOLÍTICA DEL GENIO DEL LUGAR

			Sin embargo, este símil del genius loci o espíritu del lugar, que se deriva del tipo de jardín paisajista, puede ser utilizado por elevación en otro sentido mucho más amplio, referente no al suelo del jardín sino al suelo de un país: al espacio público que ocupa cada pueblo. ¿Disponen las democracias de su propio genius loci? De ser así, eso significaría que resultan incomparables, pues cada una es única, singular e irrepetible. Eso cree el excepcionalismo estadounidense, por ejemplo (Lipset, 2000), o el sonderweg alemán (vía especial), al igual que proclama toda ideología nacionalista que se precie. Y en cierto sentido, es verdad que, como veremos en la última parte del libro, cada democracia singular resulta en última instancia incomparable con las demás. Pero no porque posean una especie de identidad propia en forma de «carácter nacional», como afirmaban los ideólogos decimonónicos creyentes en el «espíritu del pueblo» (volkgeist), sino porque las circunstancias espaciales y temporales de cada país son distintas a los demás. Como sostenía Ortega y Gasset, «los pueblos no tienen carácter, sólo tienen historia». Y eso es lo que expresa la metáfora del genius loci. Cada país dispone de su propio suelo distintivo (un territorio propio) y de su propia memoria histórica particular (un pasado propio), de la que se derivan los «hechos diferenciales» que lo distinguen de los demás, entre los que destacan las señas culturales de identidad: etnia, lengua, religión, instituciones, literatura y demás patrimonio material e inmaterial: el genio del lugar.

			Para constatarlo, en este libro me basaré en el marco teórico propuesto por el noruego Stein Rokkan, uno de los autores fundamentales de la sociología histórica que se propuso la ingente tarea de analizar la evolución histórica comparada de todos los países de Europa occidental, desde sus orígenes en el imperio romano hasta el presente proceso de integración europea, que hoy atraviesa serios problemas. Evolución jalonada por seis procesos fundamentales: la desintegración del imperio de Occidente, la transmigración y reasentamiento de los pueblos, la formación de los Estados, la construcción de las naciones, la estructuración social de las masas y la democratización política. Una compleja genealogía que Rokkan analiza a partir de dos dimensiones interrelacionadas, la población y el territorio (Rokkan, 2017, pp. 72-77), que son las dos fuentes de representación bicameral: la cámara baja o Congreso de elección popular y la cámara alta o Senado de representación territorial. O sea, metafóricamente hablando, el genio y el lugar. Veamos la distribución de ambos elementos, comenzando por la identidad de los pueblos, tal como se ilustra en el Cuadro 1.1 que aparece en la página siguiente.

			Esta distribución de las identidades étnicas sobre el suelo europeo está ordenada de acuerdo a un doble criterio espacial: su inclusión o no en los territorios del imperio romano (con tres posibilidades de norte a sur: fuera de los límites del imperio, dentro pero al norte de los Pirineos y los Alpes, o en la costa mediterránea) y su posición en la pendiente continental que vierte sus aguas al Atlántico (con cuatro gradientes: periferia marítima, planicies cercanas a la costa, valles alpinos del Rin y del Po y corazón continental). Cabe entender este cuadro como una representación del genio del lugar, pues a cada identidad étnica (su genus) le corresponde una específica posición geográfica (su locus) en el mapa europeo. Es decir, los pueblos y sus territorios.

			Cuadro 1.1

			Mapa geoétnico de Europa (antes de la Edad Media)
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			Fuente: Adaptado de Rokkan, 2017 [1980], p. 160.

			Pasemos pues de la geoétnica, o distribución de pueblos, a la geopolítica, o yuxtaposición de poderes territoriales. En el cuadro 1.2 aparece el célebre «mapa conceptual de Europa», principal legado de Rokkan a la sociología histórica, que clasifica las diversas entidades políticas por la posición relativa que ocupan, desde la Edad Media hasta hoy, en un sistema espacial ordenado en torno a dos ejes de coordenadas: el de la identidad cultural (genius) y el de la posición geográfica (locus). El eje vertical, correspondiente a la identidad «estatal-cultural» (o cultura específica de cada unidad política considerada), se extiende de Sur a Norte, siendo el Sur la sede del Imperio Romano y su sucesora, la Iglesia Católica, origen del sistema europeo de unidades políticas, y el Norte la sede de los reinos o Estados más distantes religiosa y culturalmente de la Iglesia Católica: como Gran Bretaña o Escandinavia, con sistemas jurídicos cuasi ajenos al derecho romano.

			Así, cuanto más alejada esté de la influencia de Roma, más independiente culturalmente será la unidad política considerada, con religión protestante y fuerte conciencia propia de identidad nacional, como en el caso de Inglaterra, Dinamarca o Suecia. En cambio, cuanto más próxima culturalmente a la Iglesia Católica, supranacional y extraterritorial, más tardía será su unificación política (como en Italia o Alemania, esta última con mezcla religiosa y heredera del Sacro Imperio Romano Germánico) y más débil o dividida su conciencia de identidad nacional (como en España, cuya imperial cruzada contrarreformista la apartó de la construcción estatal facilitando la formación cultural de naciones en su periferia catalana, vasco-navarra y galaico-portuguesa).

			Cuadro 1.2

			Mapa geopolítico de Europa (desde la Edad Media)
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			Fuente: Adaptado de Rokkan, 2017 [1975], p. 165. En negrita los Estados hoy independientes.

			Y el eje horizontal, como en el cuadro 1.1, se refiere a la posición relativa ocupada en el territorio geográfico europeo, variando también desde la costa atlántica en el oeste hasta las llanuras del interior al este. Ambos ejes, por lo tanto, resultan análogos a los paralelos y los meridianos que localizan en los mapas la posición cartográfica, con cinco filas culturales separadas por paralelos o fronteras religiosas, que se alinean de sur a norte desde el extremo mediterráneo más católico hasta el extremo nórdico más protestante, y otras cinco columnas territoriales separadas por meridianos geopolíticos. Pero estos husos cuasi horarios no están ordenados de oeste a este linealmente, como parecería por analogía con la figura geoétnica anterior, que ascendía de nivel desde la costa atlántica hasta el corazón de la plataforma continental, sino que aparecen simétricamente distribuidos en torno a un huso central que actúa a modo de bisagra o eje meridiano de simetría: es el «cinturón central de ciudades-estado» que separa en dos mitades las dos Europas, al oeste la Europa atlántica o costera y al este la interior o continental.

			Por «cinturón central de ciudades-estado» entiende Rokkan la red de grandes centros comerciales, políticamente independientes o semiautónomos durante la Edad Media, que se extendían desde el norte de Italia (Florencia, Milán) y la ribera mediterránea (Barcelona, Génova, Venecia) hasta Flandes (Amberes, Ámsterdam, Rotterdam), pasando por los dos grandes ríos que los unían, el Ródano (Lyon, Ginebra) y el Rin (Estrasburgo, Frankfurt, Colonia), para extenderse luego hacia el Báltico mediante la germana Liga Hanseática (Hamburgo, Lübeck, Danzig) bien conectada con las capitales al norte del continente: Londres, Copenhague, Oslo, Estocolmo. Como inciso, cabe recordar aquí que en el seno actual de la UE se ha formado un bloque de países (Finlandia, Suecia, Dinamarca, Estonia, Letonia, Lituania, Países Bajos, República Checa y Eslovaquia), autobautizado como «Nueva Liga Hanseática» que lidera Holanda, cuyo expreso propósito es boicotear cualquier propuesta política (como la mutualización de la deuda causada por el impacto de la pandemia del coronavirus) favorable a los intereses de los países deudores del sur, latinos especialmente, liderados por Francia o Italia. Algo que se entiende muy bien con la ayuda del mapa conceptual de Rokkan.

			Pero volvamos al «cinturón central de ciudades». Se trataba de un potente canal de intercambio comercial y de comunicaciones que coincidía aproximadamente con el «Camino Español» trazado de Milán a Amberes, por el que discurría la intendencia logística que equipaba con suministros, impedimenta y tropas de refresco a los Tercios de Flandes de la Monarquía Hispánica, embarcada durante casi un siglo en el fallido intento de sofocar la gran rebelión de las Provincias Unidas holandesas, que con la Paz de Westfalia lograron en 1648 su definitiva independencia (Parker, 1986). Y para Rokkan, ese cinturón urbano actuó como espina dorsal del futuro desarrollo europeo, sirviendo de base financiera para la paulatina formación de los grandes Estados nacionales (algunos de ellos fallidos, como Borgoña), cuando no para independizarse como confederaciones libres (Suiza y Países Bajos). Por eso en las filas superiores del cuadro 2.1 aparecen los diferentes niveles de fortaleza y debilidad que tuvieron las ciudades europeas, al actuar ya fuera como capitales políticas de centralización territorial de los nacientes Estados (Londres, Paris) o, alternativamente, como nudos económicos de acumulación de capital (Florencia, Ámsterdam). Y de ahí la completa simetría entre los dos tipos de entidades geopolíticas (periferias o imperios-naciones) situadas a ambos lados, interior o costero, del cinturón urbano central, destacando el caso de los que Rokkan denomina «imperios marítimos» (Portugal, España, Inglaterra) o «imperios interiores» (Suecia, Prusia, Alemania), así como los afines «imperios de cruzada» contra los musulmanes (España) o contra los otomanos (Austria). Por eso el Genio político de un país arranca del Lugar relativo que ocupa respecto al eje de rotación que discurre de Roma hasta la boca del Rin en el Mar del Norte: los dos polos de la bisagra que sirve de centro de gravedad de Europa, atrayendo tanto como repeliendo a sus distantes periferias.

			Pues en efecto, la tensión entre el centro y la periferia es la fuerza motriz que para Rokkan dinamiza la evolución política de Europa, y ello tanto a escala continental como en el territorio de cada Estado nacional. Así ocurre con el centro sistémico marcado por el eje bipolar de Roma al Rin que aspira a unificar el continente en un todo integrado, según el intento hegemónico de reconstruir el antiguo Imperio de Occidente ordenado por el derecho romano. Un proyecto que primero se encarnó en el Imperio de Carlomagno, luego en el Sacro Imperio Romano-Germánico (regido algún tiempo por los Austrias de Madrid o Viena), después en el absolutismo del Rey Sol y finalmente en el cesarismo bonapartista de los dos Napoleón, Bismark y el Führer. Intentos de construcción imperial destinados a fracasar todos ellos por la resistencia opuesta por las diversas periferias nacionales, casi siempre con liderazgo británico, conjuradas por su común voluntad de no dejarse integrar bajo ninguna hegemonía imperial: como ahora, cuando el Brexit y sus secuelas hanseáticas amenazan con desintegrar el «imperio» de la Unión Europea.

			Y esa constante resistencia periférica contra la centralización imperial dio lugar a los dos procesos históricos que han articulado el mapa geopolítico de Europa: la reforma religiosa basada en las lenguas vernáculas, que alejó a los protestantes del orden católico tras cruentas y prolongadas guerras (proceso concluido en 1648 con la Paz de Wesfalia, que dividió y congeló el mapa europeo en las franjas confesionales del cuadro 1.2); y la construcción de los Estados nacionales independientes en aquellas periferias europeas dotadas de un potente centro territorial capaz de oponer resistencia contra la asimilación política y religiosa erigiendo infranqueables fronteras: primero Londres y París, luego Suecia y Prusia, y sólo al final los territorios católicos dependientes del orden romano supranacional y extraterritorial que frenó, retrasó y debilitó o dividió la formación de identidades nacionales integradas en Alemania, Italia y España.

			Hasta aquí el «mapa conceptual» de Europa cartografiado por Rokkan, que dibuja en su conjunto una especie de jardín geométrico francés en forma de tablero de coordenadas cartesianas con eje central de simetría orientado de norte a sur; y en cada celda o casilla del tablero habita, como si fuera un jardín paisajista de tipo inglés, el genio específico de cada lugar. Pero a ese par de coordenadas, la población (los pueblos) y el suelo (los territorios), le faltaría una tercera dimensión: el tiempo, la historia. Significativamente, la línea del pasado no está gráficamente representada en los mapas imaginados por Rokkan, para sugerir que subyace una básica continuidad histórica que a grandes rasgos se mantiene casi intacta a lo largo del tiempo, desde la desintegración del imperio romano, en los siglos iv-v, y la irrupción de los pueblos no latinos, del siglo v al x, hasta la actualidad, sin perjuicio de que en la superficie de los sucesivos acontecimientos puntuales y coyunturas críticas se produzca una enorme variabilidad en términos de lenguas, confesiones, fronteras, ideologías, regímenes y riquezas. ¿Cómo se explica esta aparente contradicción entre el cambio y la continuidad?

			
3. HOJA DE RUTA

			En este libro se entenderá esta tercera dimensión del cambio y la continuidad histórica, a título de hipótesis, como la «dependencia del camino» o de la «senda» (path dependency) postulada por la nueva economía institucional (North, 1993) y aplicada a la ciencia política por Pierson (2000 y 2017). Y no me refiero, claro está, al «camino español» de Milán a Flandes que cité antes, sino al sendero histórico recorrido a lo largo del pasado por cada población en su respectivo territorio, un pasado hecho de conflictos, acontecimientos y coyunturas críticas que confirmaban o modificaban la trayectoria institucional seguida hasta entonces ya fuera para reafirmarla o para rectificarla, trazando así un imprevisto hilo conductor carente de destino prefijado pues, como dijo el poeta español, caminante no hay camino, se hace camino al andar. Y ese sendero colectivo seguido por cada pueblo, distinto de cualquier otro, es el auténtico genio de cada lugar.

			En busca de ese genio democrático, aquí se van a desgranar una serie de capítulos cuyo objeto es comparar la diferente naturaleza de las distintas democracias occidentales (es decir, las europeas más las herederas de sus proyecciones coloniales transatlánticas) a la luz de su respectiva trayectoria histórico-institucional. El sentido de la comparación parte de la identificación de las semejanzas (¿en qué se parecen las democracias, cómo agruparlas por género y especie, por familias o linajes?) para acabar por centrarse en las diferencias (¿qué hay de original e incomparable en cada democracia singular?). Y los componentes de las democracias a comparar se analizan por separado distinguiendo, por un lado, la comparación de las instituciones políticas y, por otro, la de las instituciones culturales. Todo ello organizado a modo de relato cuyo hilo conductor obedece a un plan de la obra u hoja de ruta formalmente análogo a los manuales académicos universitarios. Por eso el índice se abre con dos capítulos dedicados al análisis del objeto de estudio (capítulo segundo: la definición de las democracias) y del método de investigación (capítulo tercero: modelos de comparación y mediciones de la calidad democrática).

			A partir de ahí el resto de la obra se divide en tres partes. La primera procede a la comparación en el tiempo (capítulo cuarto) analizando sus precedentes clásicos, los procesos de democratización histórica, las instauraciones democráticas, las transiciones a la democracia y la periodización de las sucesivas etapas evolutivas de la democracia. En cambio, las dos partes restantes proceden a comparar las democracias en el espacio, distinguiendo unas de otras en función de la naturaleza de sus instituciones políticas (capítulo quinto: institucionalización) y de sus culturas públicas específicas (capítulo sexto: incomparabilidad de las democracias y análisis de casos: Reino Unido, Estados Unidos, Francia, Alemania, Italia y España). Todo ello con un tratamiento de la escritura que, sin renunciar a la claridad expositiva de los manuales universitarios, aspira a tener además una cierta ambición ensayística. De ahí que la obra se cierre con un epílogo inconcluso.

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
OBJETO:
LA DEFINICIÓN DE LAS DEMOCRACIAS


			En este libro se entenderá la democracia (representativa) como un régimen político, no como una forma de gobierno en el sentido de Aristóteles. La democracia ateniense, como después la República romana o las repúblicas renacentistas, implicaba el gobierno directo de una minoría de ciudadanos, ya fueran todos los varones libres o sólo los miembros de las clases patricias del patriciado urbano. Mientras que la democracia actual, en la que no gobiernan los ciudadanos sino sus representantes electos, es un régimen político en el preciso sentido que definen autores como Morlino (2009, p. 2): «conjunto de instituciones y reglas que caracterizan un sistema político»; o también Fishman (1990, p. 428, citado en Morlino, 2009, p. 2): «la organización formal e informal del centro del poder político y de sus relaciones con la sociedad».

			Pero conviene añadir que este concepto de régimen, democrático o no, sólo tiene sentido como algo estructuralmente distinto del Estado propiamente dicho: una organización burocrática compleja, integrada por el conjunto de las administraciones públicas que proveen «bienes públicos» (defensa, seguridad, justicia, educación, sanidad, etc.) y dotada con capacidades coercitivas (poderes públicos) sobre la población residente en su jurisdicción territorial. Mientras que el Régimen es el modo en que una parte de esa población (la clase política, élite de poder o coalición dominante) controla los poderes de ese Estado mediante instituciones ad hoc (modo de dominación). Estado y Régimen son pues dos entidades diferentes, como se advierte por el hecho de que los regímenes cambian y se suceden, pasando por ejemplo de ser autoritarios a democráticos o viceversa, mientras que el Estado (es decir, el aparato burocrático formado por militares, policías, jueces, funcionarios y demás autoridades públicas) permanece. Esto explica que, en los cambios de régimen (como las democratizaciones), el Estado se mantenga relativamente inmutable, pues, así como los regímenes se transforman súbitamente, dejando de ser lo que eran de la noche a la mañana (como ocurrió el 14 de abril de 1931 en España), los Estados sólo se van reformando lenta y gradualmente. Con mayor rapidez quizá en sus órganos periféricos, como los ayuntamientos, por ejemplo, pero con mayor parsimonia en su núcleo duro (las fuerzas armadas, la judicatura, el Estado profundo), que apenas cambian por radical que sea el vuelco experimentado por cada régimen.

			Entonces, ¿qué es un régimen, más allá de su definición técnica?: el régimen es el sujeto colectivo que ejerce el poder del Estado desde fuera de éste. Es decir, el poder reside en el Estado, pero lo maneja y lo ejerce el régimen, pues el Estado es siempre instrumento de aquel bloque social o élite de poder que controla y ejerce sus poderes públicos reglamentarios. Pero sin un Estado al que dirigir y cuyo poder ejercer, el régimen no es nada más que una impotente voluntad de poder (ésa es la condición irredenta de las naciones sin Estado). Así que entre régimen y Estado se establece la hegeliana «dialéctica del señor y el esclavo»: aquél ejerce el poder de éste, pero no es nada sin él, del que depende. El régimen es el caballero y Leviatán su cabalgadura. Donde mejor se advierte esta dependencia del Estado que tiene el régimen es en su base social, definida por la población que habita en el territorio sobre el que aquél dispone de jurisdicción. Y si el Estado es «nacional», también el régimen político que lo dirige habrá de serlo. De ahí el «nacionalismo metodológico» que exige el estudio de los regímenes democráticos.

			Esta diferenciación entre sujeto agente (régimen) y recursos de poder (órganos estatales) es decisiva, y no se produjo hasta que no se dio el paso de constituir una Administración pública burocrática y profesionalizada, como entidad independiente de la Casa del Rey y sus distintas dependencias que administraban los intereses de la Corona. Por eso no puede empezar a hablarse de regímenes políticos hasta que no estuvo constituido el Estado moderno (como pronto en el siglo xviii) como algo distinto del patrimonialismo dinástico del (mal llamado) Antiguo Régimen. Y tras completarse la formación de los Estados modernos, ya en pleno siglo xix, entonces es cuando empiezan a poder distinguirse las administraciones públicas de los regímenes políticos que las controlan.

			
1. REQUISITOS DEMOCRÁTICOS

			Convencionalmente, los regímenes políticos se clasifican en tres tipos o familias: democráticos, autoritarios y totalitarios, según cual sea el grado de pluralismo de su élite de poder o coalición dominante (Linz, 1975; Morlino, 2009), entendiendo por ésta la red de actores políticos que controlan la gestión de los poderes públicos. Si esta coalición es muy restringida y excluyente (un dictador y su camarilla, o la cúpula dirigente del partido único), se trata de un régimen totalitario; si está abierta a varios grupos de poder conectados a las élites (altos oficiales, iglesias, patronales, terratenientes, banqueros, grandes empresarios, etc.), pero cerrada para la mayoría de la población excluida, es un régimen autoritario; y cuando el acceso a la coalición dominante es máximamente incluyente, por estar abierto a cualquier actor colectivo que lo demande (según el ejemplo español de Podemos como representante del movimiento 15M), entonces nos hallamos ante un régimen democrático en cualquiera de sus múltiples variantes.

			He aquí, pues, una definición aproximada de la democracia (representativa) de entre todas las muchas posibles: régimen político cuyas autoridades públicas son escogidas por votación popular mediante elecciones periódicas decididas por mayoría y abiertas a una pluralidad de candidatos alternativos que rivalizan entre sí en igualdad de condiciones de participación. Luego clasificaremos las distintas variedades de regímenes democráticos, pues la democracia representativa en un género con múltiples especies. Pero antes hay que empezar por definir, en el sentido de delimitar, el género que incluye a todas esas especies democráticas. ¿Cuál es su común denominador? O mejor aún: ¿cuál es el criterio de demarcación (como el que separa a la ciencia de la metafísica según Popper) que permite deslindar qué régimen es democrático y cuál no lo es?

			
1.1. Minimalismo y democracia electoral


			Existe un primer requisito universal, pues todos los autores lo señalan como condición sine qua non, que puede ser considerado el principal criterio de demarcación: la existencia de «elecciones libres y limpias» (ya veremos qué significa esto) como único método para seleccionar a los gobernantes que dirigen la rama ejecutiva de los tres poderes básicos del Estado. Una de dos: o hay elecciones libres o no hay democracia, y en este requisito dicotómico hay acuerdo prácticamente universal. Ahora bien, este consenso compartido se rompe en cuanto nos preguntamos si basta con ese criterio único o se precisan algunos otros requisitos adicionales. Dicho de otro modo, si admitimos que la existencia de elecciones libres es condición necesaria para que haya auténtica democracia, ¿también es condición suficiente o hace falta algo más? Pues bien, aquí los tratadistas se dividen en dos grupos asimétricos, el de la minoría que restringe a las elecciones libres el único requisito exigible frente a la mayoría que las considera una condición sólo necesaria pero no suficiente, pues hace falta algo más, o incluso mucho más.

			Al primer grupo de autores, que sólo exigen elecciones limpias y libres como único criterio de demarcación, se les suele denominar «minimalistas» un poco despectivamente, aunque ellos mismos reivindican el minimalismo (Di Palma, 1988) como garantía de precisión y parsimonia (según reclamaba la célebre «navaja de Ockham» de la escolástica medieval). En el caso de Di Palma, su visión minimalista se refiere al único requisito que postula para certificar la consolidación del nuevo régimen tras una transición a la democracia. Frente a muchos analistas que exigen la alternancia en el poder del partido en la oposición, lo que requiere un mínimo de dos elecciones generales, u otros más que añaden la adquisición y difusión mayoritaria de una cultura política democrática, lo que puede requerir varias elecciones generales hasta que una nueva generación acceda al poder, Di Palma sostiene que basta con que se pacte una ley electoral aceptada por todos, y que se aplique con éxito en la celebración de las primeras elecciones libres, para que la nueva democracia se pueda dar por consolidada (ibidem). El electoral es pues el único requisito exigible a una «democracia mínima» o «democracia electoral».

			El minimalismo se resume en la fórmula consagrada por su más respetado defensor, Juan Linz, cuando definió la democracia como aquel régimen en el que las elecciones se convierten en «el único juego en la ciudad» (Linz, 1990; Linz y Stepan, 1996). Es decir, hay democracia cuando la única forma de conquistar y mantener el poder es ganando elecciones, y ya no mediante otros métodos inciviles o predemocráticos como la violencia (terrorismo, golpes de Estado), la corrupción (soborno de los rivales o de las autoridades) o el escándalo (judicialización de la política, destrucción de la reputación del adversario con discursos infamantes). Y su inspiración se remonta a la Segunda Guerra Mundial, cuando el gran economista Joseph Schumpeter, teórico del «elitismo competitivo», redujo la democracia al mejor método de sustitución de los gobernantes sin recurrir a la fuerza mediante la libre elección ciudadana entre candidatos que compiten entre sí por el acceso al poder (Schumpeter, 1984, pp. 343-360), dando lugar al modelo económico de democracia que Anthony Downs popularizaría en los años cincuenta, al analizar las elecciones como un mercado en el que los candidatos a gobernar compiten por el voto de los ciudadanos que los eligen como consumidores soberanos (Downs, 1973).

			La piedra de toque del minimalismo, para resultar creíble como criterio de demarcación de la democracia, es el de cuáles sean las condiciones que deben reunir las elecciones para ser consideradas «libres y limpias». Las más citadas suelen ser la del pluralismo de la competición electoral, que deben de estar abiertas a todas las candidaturas que se presenten sin exclusiones previas; la previa exigencia de libertad de asociación, expresión, reunión y manifestación, así como suficiente financiación de las campañas electorales, para que todos los candidatos puedan dirigirse a los electores con igualdad de oportunidades; la estricta prohibición de las amenazas o sobornos con que los candidatos puedan coaccionar a los votantes impidiendo o comprando su voto; la existencia de una ley electoral aceptada de común acuerdo por todos y dotada de suficiente seguridad jurídica; y el control de una autoridad electoral, independiente e imparcial, que cuente con pleno poder arbitral para vigilar las elecciones en todas sus fases sancionando a los candidatos y candidaturas que infrinjan las reglas.

			Y en este mismo sentido, son particularmente importantes las siete reglas que dictó el gran Robert Dahl, el más célebre teórico político estadounidense, para garantizar la limpieza de la democracia electoral. Son éstas: 1, autoridades electas, para que se elija por voto popular a quienes han de tomar las decisiones relevantes; 2, elecciones libres celebradas con regularidad para renovar dichos cargos electos; 3, sufragio inclusivo, para que puedan votar todos los ciudadanos adultos sin exclusión de sexo, edad, raza, religión, etc.; 4, derecho a ocupar cargos públicos, para que cualquier ciudadano sin exclusiones pueda presentarse a todas las elecciones; 5, libertad de expresión, para que candidatos y ciudadanos puedan manifestar sus ofertas y demandas sin restricciones; 6, variedad de fuentes de información, para que los medios informativos reflejen la pluralidad de opiniones políticas; y 7, autonomía asociativa, que garantiza la capacidad de organización de todas las candidaturas sin exclusiones (Dahl, 1992, p. 267).

			Sin embargo, la mayoría de los analistas se inclina por rechazar este extremo reduccionismo, que concede patente de democracia a cualquier régimen que celebre elecciones más o menos limpias o transparentes. Pues si el único rasgo democrático es la celebración de elecciones (como sucede en tantos regímenes autocráticos que reeligen al presidente por sufragio universal, como el populismo latinoamericano o la Rusia de Putin), pero falla o es defectuoso todo lo demás, entonces no estamos ante una democracia sino ante una «electocracia»: una «democracia iliberal» o una «dictadura electoral» (Zakaria, 2003). Y frente a los minimalistas, sus críticos sostienen que la existencia de elecciones libres y limpias es una condición necesaria (el grado cero de la democracia) pero no suficiente, pues siempre hace falta por lo menos algún otro criterio adicional.

			
1.2. Procedimentalismo y «fair play»

			A partir de este elemento común de insatisfacción con la mera electocracia, estos otros autores se distinguen entre sí por la naturaleza de los criterios adicionales que requieren las verdaderas democracias, en una graduación progresiva que va del mero formalismo legalista (grado uno de la democracia) hasta el maximalismo de la «soberanía popular», a través de una escala acumulativa de sucesivos escalones ascendentes. ¿Cuáles son estas condiciones suficientes, que de darse confieren la calidad de «democracia» a la mera «electocracia»? El repertorio de requisitos adicionales, por encima del grado cero electoral, puede descomponerse en dos bloques: condiciones formales, de procedimiento y cumplimiento de reglas, y condiciones sustantivas o de contenido sustancial.

			Por «procedimentalismo» se entiende el cumplimiento efectivo de las reglas de juego, formales e informales, que componen el entramado institucional democrático (proceso electoral, debate público, proceso político, participación ciudadana, etc.). Lo que se refiere no a la racionalidad o eficacia de esas reglas, sino a su grado de cumplimiento por absurdas, arcaicas o injustas que puedan parecer. Sencillamente, las reglas están para ser cumplidas porque el reglamento es sagrado con razón o sin ella, y ello se exige en la política democrática tanto como en el deporte moderno, competiciones ambas que siempre deben estar presididas por reglas de fair play o juego limpio (Elias, 1992). Si no funcionan o favorecen a unos más que a otros, esas reglas se pueden (y se deben) cambiar por procedimientos evidentemente democráticos. Pero mientras no se cambien, resultan formalmente obligatorias para todos. El fin (que en política es ganar en la lucha por el poder) no justifica los medios, pues en democracia sólo son válidos los medios legales, que cumplen la letra y el espíritu de las reglas de juego. Y quien infringe las reglas por eficacia práctica, alegando sotto voce que el fin justifica los medios, no es un demócrata sino un autócrata, por muchas elecciones que pueda ganar.

			Esta exigencia de legalismo procedimental como condición sine qua non de la democracia es conocida como «Estado de Derecho» o «Imperio de la Ley» (Rule of Law), que podemos desglosar a su vez en dos principios lógicamente articulados entre sí: el de legalidad y el de constitucionalidad. Por «principio de legalidad» se entiende la exigencia de que la democracia sea un «gobierno de las leyes», que obligan por igual a gobernados y a gobernantes. Así se garantiza que todos los actos políticos ejecutados u ordenados por los poderes públicos estén amparados y previstos por la legislación vigente, sin margen alguno para la coacción, el abuso de poder o la arbitrariedad discrecional. Y de igual forma, tampoco el poder podrá impedir o limitar los actos de los gobernados, o afectar a sus vidas o haciendas, sin acogerse a una previa disposición jurídica prevista en el ordenamiento vigente. Todo ello con el objetivo de asegurar el cumplimiento de la legalidad por parte de todos los actores civiles y políticos sin excepciones, privilegios ni favoritismos, garantizando así la igualdad ante la ley tanto de las autoridades públicas como de los ciudadanos. Y de ser así, cualquier persona o sector social que se sienta perjudicado en sus intereses o lesionado en sus derechos podrá recurrir ante los tribunales con suficientes garantías de recibir amparo judicial tras el debido proceso legal. Un criterio éste, el de formalismo procedimental, que suele brillar por su ausencia en la mayoría de las electocracias existentes, que se caracterizan por el particularismo, los abusos de poder y la impunidad en su demasiado frecuente vulneración de la legalidad.

			Y adicionalmente, el «principio de constitucionalidad» exige que todo el ordenamiento legal conforme una arquitectura jurídica lógicamente coherente y racionalmente articulada mediante una jerarquía normativa cuya cúspide esté ocupada por la constitución como ley de leyes, de tal forma que no haya espacio para legislaciones paralelas o excepcionales, tipo normas ad hominem o ad hoc. Sólo así se garantiza que el sistema legal sea universalista, transparente, aplicable a todos por igual, dotado de seguridad jurídica y comúnmente respetado por todos sin ilegalidad, impunidad, corrupción ni arbitrariedad o abusos de poder. Para lo que se requiere la existencia de un poder judicial independiente, representado por los jueces ordinarios (como en EE UU) o los Tribunales Constitucionales (en Europa occidental), que se encargue de asumir la revisión de la constitucionalidad de la legislación emanada del parlamento (Kelsen, 2009).

			Este criterio puramente legalista, cuyo máximo representante fue Hayek (1985) ha solido ser infravalorado tachando a su modelo de «democracia formal». Por eso, más allá de estos requisitos puramente legalistas o constitucionales, el siguiente grado de exigencia se refiere a los contenidos sustantivos que deben adornar a todo sistema que se pretenda democrático. Aquí hay dos tradiciones, la liberal y la republicana, que se acogen respectivamente a sendos principios relativamente contradictorios entre sí: el de limitación del poder (tradición liberal) y el de soberanía popular (tradición republicana). Ahora bien, algunos de los requisitos sustantivos que vamos a ver son comunes a ambas tradiciones, por lo que no resulta fácil atribuirlos a una u otra. Y esto es particularmente cierto en materia de libertades y derechos, pues si bien parecería que la reivindicación de las libertades corresponde a la tradición liberal, y la de los derechos a la republicana, en la práctica ambas los reivindican por igual.

			
1.3. Liberalismo y separación de poderes


			La tradición liberal (de Locke y Hume a Isaiah Berlin pasando por John Stuart Mill), tan inglesa como el jardín paisajista, y surgida de la rebelión de la gentry puritana en defensa de «las libertades de los ingleses» amenazadas por el absolutismo monárquico, se basa en el temor a los males públicos que se derivan del abuso del poder absoluto, lo que aconseja dividir y separar los poderes públicos para poder controlarlos evitando su extralimitación. Es el «liberalismo del miedo», así llamado por Judith Shklar (2018) cuando sostiene que, para obtener un «régimen relativamente libre» (en el doble sentido de estar «libre del miedo» a la opresión y de «garantizar las condiciones políticas necesarias para el ejercicio de la libertad individual»), se requiere un «gobierno limitado y responsable», que «trace una línea de separación entre las esferas de lo público y lo privado, con estricta prohibición de la invasión de éste por aquél», así como «la dispersión del poder entre una pluralidad de grupos políticamente poderosos» que se opongan y neutralicen entre sí: «en resumen, el pluralismo» (ibidem, pp. 36-55).

			La clave reside por tanto en este principio de separación de poderes, heredado del latino divide et impera (divide y vencerás), que el liberalismo aplica por partida triple. Ante todo, se separa la esfera pública, regida por el poder, de la esfera privada, que se independiza y libera de aquél. Una separación entre lo público y lo privado que cuando se transgrede cruzando sus fronteras infranqueables sobreviene la corrupción. Y a continuación cada una de ambas esferas es sometida a su vez a un proceso de «dispersión», es decir, de división y separación. Por un lado, se divide y separa el poder público en distintas ramas independientes (como en la tríada de Montesquieu: ejecutivo, legislativo y judicial) para contener e impedir su arbitraria extralimitación, dejándolo reducido a la manejable dimensión de un «Estado mínimo». De ahí la adopción de medidas «contramayoritarias» que prevengan y eviten el abuso de poder o «tiranía de la mayoría». Y, por la otra parte, la esfera privada también queda dividida y separada en una pluralidad de minorías políticas y sociales, frecuentemente contradictorias y enfrentadas entre sí: los partidos políticos.

			Ahora bien, esta división de la esfera privada en minorías separadas y contrapuestas no es producto sólo del temor a su posible conflictividad, como sucedía en la sociedad industrial con las llamadas «clases peligrosas», potencialmente revolucionarias, sino al hecho de que, por su propia naturaleza, la sociedad civil está dividida en grupos de estatus con intereses contrapuestos y derechos contradictorios entre sí. Es el «pluralismo» teorizado por Dahl (1990) como base social de la «poliarquía», pero es también el «pluralismo de valores en conflicto» teorizado por Isaiah Berlin (Gray, 1996, pp. 55-191 y 2001, pp. 47-83). Sencillamente, para el liberalismo, dado que los distintos fines o valores entran siempre en conflicto porque son incompatibles entre sí (como sucede con la libertad, en conflicto con la igualdad o con la seguridad) no es posible imponer a todos por la regla de la mayoría un determinado objetivo político como si fuera una verdad universal. Y de ahí la necesidad de proteger y salvaguardar la pluralidad de los valores defendidos por las diversas minorías en el seno de la vida social (Gray, 1992).

			Un pluralismo que define tanto a la esfera pública (partidos, movimientos, grupos de interés) como a la privada (redes de confianza, asociaciones, instituciones). Y al final de ese proceso de división y separación del tejido civil se encuentran los individuos: los átomos indivisibles del pluralismo que generan el individualismo liberal. Un hombre, un voto. Pues el objetivo último que persigue el liberalismo, a cuyo servicio se disponen instrumentos como la separación de poderes o el gobierno responsable, es la salvaguardia de las libertades individuales encaminadas a la prosecución del propio interés personal, lo que materializa la primacía de lo privado sobre lo público, que no puede intervenir en las actividades y las transacciones privadas más que en defensa de la legalidad o las libertades amenazadas: «laissez faire, laissez passer».

			Así se garantiza tanto el pluralismo, fundado en el respeto a las minorías que reclaman su reconocimiento, como el individualismo basado en el ejercicio irrestricto de la libertad personal, debiendo estar ambos expresamente asegurados por el imperio de la ley que caracteriza al Estado de derecho. De ahí que toda constitución liberal disponga simultáneamente dos principios complementarios: la división del poder público en poderes independientes separados entre sí, para limitarlo y evitar su abusiva extralimitación, y el reconocimiento inviolable y protección universal de los derechos y libertades garantizados por igual a todos los ciudadanos. De tal modo que las libertades y los derechos de la ciudadanía deben entenderse como una limitación más del poder público, que no es libre para suspenderlos o vulnerarlos. Lo cual matiza o desmiente en buena medida la «tiranía de la mayoría» atribuida a la democracia liberal, que está obligada por el imperio de la ley a respetar los derechos y libertades tanto de las minorías civiles como de los individuos que las forman (Sartori, 2007, pp. 109-122).

			A efectos prácticos, y para lo que aquí importa, esto se traduce en una serie de requisitos que toda democracia, más allá de su carácter electivo, debe satisfacer para poder ser considerada como tal. El primero, ya se ha dicho, es el control del poder político, que debe estar limitado por cuatro tipos de mecanismos específicos: 1) su división en poderes independientes separados entre sí (ejecutivo, legislativo y judicial) destinados a vigilarse, limitarse, equilibrarse y contrarrestarse mutuamente (como en el esquema estadounidense de checks and balances o frenos y contrapesos); 2) el control parlamentario del gobierno por la oposición, generador de una dialéctica de confrontación que es también la que opone a la mayoría electoral frente a las demás minorías ciudadanas surgidas de las urnas, tensión que imprime su característico dinamismo a la vida política en las democracias a riesgo de caer en un conflictivo antagonismo polarizador; 3) la revisión de constitucionalidad por parte del poder judicial de los decretos ejecutivos y las leyes aprobadas por la mayoría parlamentaria; y 4) la exigencia de responsabilidades a los gobernantes (accountability), que periódicamente deben rendir cuentas de su ejercicio del poder tanto ante ciertas instituciones previstas para ello (autoridades reguladoras independientes, como el Tribunal de Cuentas o el Defensor del Pueblo), en lo que se conoce como accountability «horizontal», como ante los propios ciudadanos llamados a juzgarles retrospectivamente (y eventualmente a sancionarles con su voto de castigo) en las urnas electorales, o accountability «vertical» (O’Donnell, 1997, pp. 305-330); y aún existe una tercera accountability «diagonal», ejercida por la sociedad civil a través de los medios de masas, los movimientos sociales y las instituciones civiles (O’Donnell, 2007).

			Y el segundo requisito liberal de la democracia es el reconocimiento y protección universal de los derechos y libertades inherentes a la ciudadanía como tal. En cuanto a los derechos de ciudadanía, desde las primeras proclamaciones efectuadas en las Cartas de Derechos promulgadas por las Revoluciones inglesa (Bill of Rights, 1689), americana (United States Declaration of Independence, 1776) y francesa (Déclaration des Droits de l’Homme et du Citoyen, 1789), las democracias han venido ampliándolos progresivamente a lo largo del proceso histórico de democratización en tres grandes oleadas (Marshall, 1998). La primera, contemporánea de las primeras instauraciones democráticas, supuso el reconocimiento de los derechos civiles al final del siglo xviii y principios del xix: derecho a la vida, a la libertad, a la propiedad, a la integridad física, al habeas corpus, a un juicio justo. La segunda, surgida con el proceso de aprobación de las sucesivas leyes electorales, se amplió al reconocimiento de los derechos políticos a lo largo del siglo xix: derecho al sufragio activo (votar) y pasivo (ser votado) y demás derechos afines de información, expresión, reunión, asociación, manifestación, etc. Y la tercera, ya posterior a la Segunda Guerra Mundial, generó los derechos sociales constitutivos del Estado de bienestar (Welfare State) como reconocimiento y compensación al esfuerzo de guerra realizado por la ciudadanía: derechos a la educación (enseñanza obligatoria), a la salud (sanidad pública), a la jubilación y sobrevivencia (pensiones contributivas) y a la protección social (servicios sociales). Posteriormente, tras el advenimiento de las grandes inmigraciones multiculturales, se han venido reclamando, y reconociendo en ciertas democracias anglosajonas como Canadá, una cuarta generación de derechos colectivos a la propia identidad cultural basada en razones de etnia, lengua, confesión religiosa, así como también de orientación sexual (Kymlicka, 1996). El reconocimiento y protección de estos derechos fundamentales es, quizá, el primer factor de atracción que impulsa a masas de desarraigados a emigrar a las democracias occidentales.

			Y en paralelo a este progresivo reconocimiento de los derechos ciudadanos también se iba tolerando y ampliando el ejercicio de las libertades públicas de las distintas y plurales minorías ciudadanas de esta sociedad ya multicultural. De hecho, también las democracias occidentales se caracterizan, a diferencias de las meras electocracias, por este pluralista ejercicio de las libertades civiles cada vez más amplias que tiene lugar en el espacio público de nuestras ciudades, con un creciente grado de tolerancia y permisividad en materia de usos y costumbres, esparcimiento, sexualidad y espectáculos, así como de práctica religiosa, artística, comercial, recreativa, mercantil, deportiva y demás manifestaciones públicas. Amplias libertades ejercidas incluso con «libertinaje» por todas las minorías étnicas, religiosas, culturales y sexuales sin que la famosa «tiranía de la mayoría» (es decir, el legislador) las pudiera seguir prohibiendo ni reprimiendo como hasta entonces se hiciera en el pasado, en un progresivo ejercicio de aplicación del celebérrimo principio del gran liberal John Stuart Mill: «la única finalidad por la cual el poder puede, con pleno derecho, ser ejercido sobre un miembro de una comunidad civilizada contra su voluntad es evitar que perjudique a los demás» (Mill, 1970, p. 80).

			Como ya se ha dicho, éste es precisamente el objetivo último que se plantea el liberalismo como programa político: la salvaguardia de las libertades individuales cuyo ejercicio irrestricto, sólo limitado por la prohibición de perjudicar a los demás respetando las libertades ajenas, es el principal requisito exigido por los liberales para definir una democracia auténtica, requisito al que conducen todos los demás (separación de poderes, gobierno limitado y responsable, reconocimiento y protección de los derechos ciudadanos). Ahora bien, ¿de qué libertades individuales estamos hablando? Se trata, en puridad, de la «libertad negativa», así definida por el gran Isaiah Berlin en su conocido ensayo de 1958 Dos conceptos de libertad, por contraposición a la «libertad positiva» postulada por el republicanismo. Por libertad negativa entiende Berlin (1998) el hecho de «estar libre de» restricciones externas, ya sean ejercidas por el poder público o la coacción social; mientras la libertad positiva implica «ser libre para» (en el sentido de «ser capaz de») dedicarse a ciertas actividades escogidas de autorrealización personal (lo que exige capacidad de autocontrol o dominio de sí, quedando «libre de» las propias pasiones). Y a fuer de liberal, Berlín antepone la primacía de la libertad negativa, por ser la única exigible a un gobierno limitado y responsable, que debe favorecer la igualdad de oportunidades para llegar a ser libre, mientras que la libertad positiva es de responsabilidad exclusivamente individual: una cuestión de libre elección personal. Pero lo problemático es que, llevada por su sola inercia, esa libertad negativa pronto degenera en la prosecución despolitizada del propio interés neoliberal.

			
1.4. Republicanismo y soberanía popular


			Hasta hace casi medio siglo, estos requisitos liberales que acaban de verse eran lo más que podía exigirse para deslindar la democracia de los demás regímenes no democráticos, por entonces representados por las dictaduras militares de extrema derecha y las autodesignadas como «democracias populares» del llamado «socialismo real» (es decir, las dictaduras comunistas del Pacto de Varsovia liderado por la URSS y demás regímenes satélites). Pero en el último tercio del siglo xx se produjo la eclosión de la «tercera ola» democratizadora en los países del sur de Europa y América Latina, y después se hundieron los regímenes totalitarios tras la caída del muro de Berlín (a excepción de China, Cuba y Corea del Norte), con lo que sus países transitaron hacia una democracia liberal de naturaleza en ciertos casos muy dudosa. Y adicionalmente, tras el fin de la Guerra Fría que había aconsejado a las potencias occidentales presentarse como paladines del «mundo libre», la imagen de la democracia liberal empezó a sufrir un serio proceso de deterioro y desprestigio, conforme iniciaba en la práctica su deriva hacia una mera «democracia de mercado» regida por «partidos-cártel» que privatizaron la política en beneficio de la financiarización neoliberal (Crouch, 2004; Mair, 2015).

			Como reacción frente a esa degeneración democrática, entre la izquierda desencantada con el marxismo pronto surgió en los años noventa una nueva filosofía política, el republicanismo, que suponía el intento de rearmar un frente teórico contra el liberalismo en una dirección mucho más crítica y comprometida con la democracia radical, fundada en el principio de soberanía o autogobierno popular (Peña, 2008). La etiqueta procede no tanto del rechazo a la monarquía como forma de gobierno (que en su forma parlamentaria surgida tras la caída del Antiguo Régimen resulta compatible con la democracia) como de la referencia a una vieja tradición de la filosofía política occidental, opuesta a las tiranías autocráticas, que surgió en las repúblicas italianas renacentistas cuando trataron de recrear el espíritu de la democracia directa de la antigüedad clásica: la república romana más que la democracia ateniense. Y a su vez, ese republicanismo renacentista dio lugar primero al republicanismo puritano que protagonizó las guerras civiles inglesas del siglo xvii, como antecesor del liberalismo de Locke; y después al republicanismo popular que hizo triunfar la revolución americana bajo la guía intelectual de los padres fundadores de la constitución estadounidense. De modo que los conceptos fundamentales que este neorrepublicanismo vino a proponer están directamente extraídos de esa venerable tradición, sólo que extrapolados a la era neoliberal (Rivero, 2005).

			Pues bien, por confuso y disperso que a veces resulte, el republicanismo aspira a oponer una alternativa en toda regla al liberalismo oficial, añadiendo una serie de nuevos requisitos al principio de demarcación de la democracia que acabamos de considerar. La verdad es que no resulta fácil resumirlo en cuatro trazos pues no existe nada parecido a una teoría unitariamente articulada, ya que sus distintos promotores razonan cada uno a su aire sin que muchas veces se les pueda distinguir de los liberales. Pero quizá su mejor denominador común sea la defensa y reivindicación de la libertad positiva como fuente de virtud cívica, que es la condición de posibilidad tanto de la deliberación como de la participación: los dos desiderata del republicanismo (Ovejero, 2005).

			Con ello regresamos a la distinción de Berlin entre las dos formas de libertad que vimos antes. Estas dos caras se remontan a su vez a la clásica distinción que el primer liberal francés, Benjamin Constant (2019), planteó en su célebre conferencia de 1819 entre la «libertad de los antiguos» y la «libertad de los modernos»: aquélla se refiere a la condición de ciudadano en la antigüedad clásica (democracia ateniense y república romana) que demandaba entregarse a su compromiso cívico con el gobierno público de su ciudad, mientras que ésta (la libertad de los modernos) consiste en el derecho que asiste al ciudadano de la vida contemporánea para apartarse de la cosa pública y dedicarse al cultivo de su privacidad. Como es evidente, la libertad negativa de Berlin corresponde a la libertad de los modernos de Constant, mientras que la libertad positiva de aquél procede de la libertad de los antiguos de éste. Esta última es la libertad postulada por el republicanismo, entendida como deber cívico de participar en los debates de la asamblea y en el gobierno de la ciudad, mientras que aquella otra es la defendida por el liberalismo, consistente en estar libre de todo deber público e interferencia exterior para concentrarse en la dedicación a los intereses privados. Y esta preferencia de los republicanos por la libertad positiva frente a la negativa también explica que conciban los derechos como la otra cara de los deberes que obligan a cada ciudadano a interesarse, implicarse, comprometerse y participar en la vida pública de su comunidad política.

			En su reflexión sobre las libertades, el republicanismo se plantea pues una doble tarea. De un lado, someter a una profunda critica el concepto liberal de libertad negativa. Y del otro, fortalecer su propio concepto de libertad positiva para fundar sobre él su fuerza de choque: las virtudes cívicas ensalzadas en 1517 por Maquiavelo en sus Discorsi sopra prima deca di Tito Livio. La primera tarea parecía más difícil, pues el prestigio y autoridad intelectual de Isaiah Berlin parecía imposible de superar o al menos de sortear. Pero el filósofo político irlandés Philip Pettit lo logró en buena medida gracias a su best seller publicado en 1997 Republicanismo, en el que desvelaba las carencias del concepto liberal de libertad negativa, entendido como «no interferencia» externa, y proponía sustituirlo por otro concepto de libertad republicana definida como «no dominación», intermedio entre la libertad negativa y la positiva de Berlin (Pettit, 1999).

			Un ejemplo ilustrativo permite aclarar muy bien la diferencia entre «no interferencia» y «no dominación». Consideremos el caso de las «trabajadoras sexuales» que, sin sufrir trata, esclavitud ni coerción física, alquilan su cuerpo a los clientes del mercado de la prostitución. En el sentido de Berlin son formalmente libres porque no sufren interferencias externas: nadie las amenaza, las obliga ni les fuerza a hacer lo que han decidido voluntariamente. Luego, desde el punto de vista del liberalismo, eligen libremente comerciar con su cuerpo. Pero ¿son verdaderamente libres o están inducidas a ello por su propia dependencia material y moral (De Miguel, 2015, pp. 149-178)? De Pettit se deduce que las prostituidas «libres de interferencias» sufren sin embargo «dominación», en la medida en que dependen de la buena voluntad «discrecional y arbitraria» de sus clientes para ganarse la vida. Y es que la transacción entre prostituida y cliente no es una relación entre «libres e iguales» sino una relación de poder asimétrica y jerárquica, donde el cliente es la parte dominante y la mujer en alquiler la dominada. En general, trascendiendo este caso del comercio sexual, sólo hay libertad sin dominación cuando las relaciones entre las partes son equilibradas y equitativas. Es decir, la libertad como no dominación depende de la igualdad social: los iguales son libres de relacionarse entre sí, pero los desiguales no. De ahí que la igualdad sea la otra cara, el correlato, de la libertad, entendida al menos en el sentido propuesto por los neorrepublicanos.

			Y si la desigualdad impide realizar el concepto republicano de libertad como no dominación, lo mismo ocurre con el de «virtud cívica» (traducción en clave republicana de la libertad positiva de Berlin), que en condiciones de desigualdad social sólo es practicable por las minorías elitistas u oligárquicas. De hecho, en la Roma republicana las virtudes cívicas estaban monopolizadas por el patriciado de la clase senatorial, a la que pertenecía el Cicerón admirado por los republicanos. Es verdad que en la Atenas democrática, todos los ciudadanos (es decir, los varones autóctonos en posesión de la ciudadanía) podían participar decisoriamente en la asamblea y los tribunales populares, pero la diferencia de clase entre propietarios y asalariados reservaba a aquéllos el protagonismo retórico en la deliberación, mientras éstos eran víctimas de la demagogia de los sofistas. El liberalismo sólo reclama la igualdad (electoral) de voto y la igualdad (jurídica) ante la ley de los ciudadanos, pero rechaza toda intervención en la desigualdad real, tanto material (económica) como moral (virtud cívica). Mientras que el republicanismo sostiene que con la igualdad jurídica y electoral no basta, pues sin equidad social (igualdad relativa) no puede haber acceso igualitario a la vida pública, que es la condición necesaria para la democracia entendida como autogobierno (de Francisco, 2007).

			Ergo, en condiciones de desigualdad social, las virtudes cívicas seguirán estando reservadas de modo excluyente a quienes por su formación o su patrimonio son capaces de ejercerlas y asumirlas como si les pertenecieran por su propia naturaleza. De ahí la reivindicación republicana de la igualdad social como requisito de una democracia universalmente incluyente, entendida como autogobierno popular que exige a toda la ciudadanía la virtud cívica de participar en la cosa pública. De estas virtudes cívicas entendidas como capacidades habilitantes (no estar libre de sino ser libre para deliberar, participar y decidir en común) se derivan los otros tres requisitos exigidos a la democracia por los neo-republicanos: deliberación, participación y autogobierno.

			El imperio de la ley sólo resulta legítimo si los ciudadanos a quienes obliga han participado, de forma directa o indirecta, en la previa deliberación común que hubo de tener lugar en la esfera pública de debate con suficiente antelación a su aprobación en la asamblea legislativa (Habermas, 2010 y 1999). Es la llamada «democracia deliberativa» que por influencia del republicanismo resulta hoy exigible a toda democracia que se precie (Elster, 2000, pp. 13-33; Sunstein, 2003, pp. 33-56). Pero tras la deliberación viene la participación de la sociedad civil (grupos de interés, asociaciones, movimientos sociales, instituciones) en los órganos políticos que han de tomar decisiones ejecutivas (Cohen y Arato, 2000). Esta exigencia se contrapone claramente al dogma liberal de la necesaria separación entre la esfera pública y la privada, pues para el republicanismo no hay que dejar el poder decisorio en manos de los profesionales políticos, tantas veces oligárquicos y cartelizados, sino que hay que abrirla a la sociedad civil para que participe activamente en la toma de decisiones que van a afectarla directa o indirectamente. Es la democracia participativa que hoy se exige como requisito prioritario en las democracias dignas de ese nombre (Pateman, 2014; Barber, 2004).

			Y queda finalmente el autogobierno: la capacidad de los ciudadanos libres para elegir en común su propio destino político. Lo que equivale a perfeccionar la democracia representativa con mecanismos de democracia directa, permitiendo que la ciudadanía no se limite a elegir representantes, sino que también elija por mayoría las políticas públicas a aplicar. Pero en este punto nos enfrentamos a problemas paradójicos tan venerables como el concepto de «volonté générale» de Rousseau. ¿Cómo se conforma ese autogobierno colectivo que supere holísticamente la mera agregación sumatoria de los votos individuales? ¿Se puede construir un «autogobierno popular» que no caiga en la tiranía de la mayoría sobre las minorías? Ésta es la vía seguida por el populismo que busca la hegemonía de las clases populares coaligadas contra la élite oligárquica, lo que se argumenta discursivamente como «democracia radical» (Laclau y Mouffe, 1987; Laclau, 2005). Lo que no deja de ser otra variante más de la vieja democracia plebiscitaria que puede degenerar en autocracia por mediación de un líder cesarista.

			Y la única alternativa posible es el intento de evitarlo mediante la reivindicación del referéndum decisorio como mecanismo de autogobierno colectivo (Sánchez-Cuenca, 2010). Pero por desgracia, la técnica referendaria resulta particularmente peligrosa por su carácter de juicio salomónico que tiende a dividir por la mitad al niño en disputa. Así ocurre en los referendos de autodeterminación, en los que de salir vencedora la opción secesionista se perjudica a la población del resto del territorio desintegrado, con serio menoscabo de sus derechos sociales por ruptura de la caja común de la hacienda tributaria y la seguridad social, lo que viola el citado principio de Mill de que nadie tiene derecho a perjudicar a los demás al ejercer su propia libertad decisoria. De ahí que todas las leyes de propiedad horizontal de las comunidades de propietarios exijan el voto unánime para poder aprobar reformas estructurales que afectan al edificio común.

			Hasta aquí este sucinto repaso a los distintos requisitos o condiciones sine quibus non que se exigen a los regímenes políticos para poder incluirlos como miembros de pleno derecho dentro del género de las democracias representativas. Y para simplificar la cuestión, podemos ilustrarla mediante el cuadro 2.1, que resume los principales requisitos del repertorio enumerado, una vez clasificados a modo de síntesis en los cuatro enfoques teóricos antes citados: minimalismo, procedimentalismo, liberalismo y republicanismo.

			Cuadro 2.1

			Criterios definitorios de las democracias
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							Democracia
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							Autores

						
					

				
				
					
							
							Minimalismo

						
							
							—D. Electoral

							—D. Mínima

							—«Elitismo Competitivo»

							—«Electocracia»

						
							
							—Autoridades Electas

							—Elecciones Libres

							—Sufragio Inclusivo

							—Derecho a Ocupar Cargos

							—Libertad Expresión

							—Libertad Información

							—Libertad Asociación
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							Procedimentalismo

						
							
							—D. Formal

							—D. Legal

							—D. Constitucional

						
							
							—Imperio de la Ley

							—Estado de Derecho

							—Principio de Legalidad

							—Revisión Constitucionalidad
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							Liberalismo

						
							
							—D. Liberal

							—D. Protectora

							—D. Pluralista

							—«Poliarquía»

						
							
							—División del Poder

							—Separación Poderes

							—Frenos y Contrapesos

							—Control Gobierno

							—Responsabilidad Gobierno

							—Respeto Derechos Minorías

							—Libertad: No Interferencia
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			Como es evidente, esta lista de criterios demarcatorios entre la democracia y la no-democracia debe leerse en sentido descendente y acumulativo. Es decir, que los requisitos minimalistas también son exigidos de forma imprescindible por todos los demás enfoques, que los dan por supuestos como condiciones necesarias, aunque no suficientes. Así, el procedimentalismo requiere tanto elecciones libres y limpias (con los siete requisitos de Dahl) como Estado de derecho, imperio de la ley, principio de legalidad y revisión de constitucionalidad. El liberalismo también considera necesarios los requisitos minimalistas y procedimentales, pero además añade los suyos propios: división y separación de poderes, gobierno controlado y responsable, respeto a los derechos y libertades de las minorías. Y por fin, en el cuarto lugar de esta escala de exigencias, el republicanismo también mantiene como requisitos imprescindibles los planteados por el minimalismo procedimental y liberal, pero no se conforma con ellos, sino que además añade otras exigencias maximalistas (por desgracia bastante difíciles de encontrar): equidad social, cultura cívica, deliberación, participación y autogobierno. A partir de aquí, una vez deslindado el concepto de democracia desde su definición más amplia (el minimalismo procedimental) hasta la más restrictiva (el maximalismo republicano), ya podemos proceder a la clasificación taxonómica de las democracias.

			
2. CLASIFICACIONES DEMOCRÁTICAS

			Ya hemos visto las distintas definiciones del género que incluye a todos los regímenes democráticos, y ahora queda por describir las diversas especies que lo componen, algunas de ellas identificadas como tales por los autores que plantearon sus requisitos definitorios, de los que se derivan sus respectivas variedades. Así por ejemplo, los liberales tienden a dividir el género democrático en dos grandes especies: las democracias liberales, que cumplen las condiciones requeridas por ellos, frente a las democracias «iliberales», que aunque sean «electocracias» sólo los cumplen a medias cuando no los incumplen flagrantemente, ya sea porque el gobierno abuse de su poder arbitrariamente, porque intervenga la justicia o los medios informativos o porque no respete libertades esenciales, según el ejemplo de la Hungría de Orbán. Algo análogo cabe decir de los republicanos, que han impuesto el uso generalizado de categorías como democracia deliberativa o participativa, en sentido laudatorio, o democracia formal o procedimental en sentido peyorativo. Y esa facilidad rotuladora ha propiciado cierta tolerancia a la hora de bautizar nuevas formas de democracia cada vez más imaginativas, a gusto del observador.

			
2.1. Democracias con adjetivos


			Es lo que Collier y Levitsky (1996) han llamado «democracia con adjetivos», para referirse a la creciente proliferación de nuevas variedades aparentes de democracia, cada una dotada con su rótulo diferenciador, que han venido surgiendo tras la gran ampliación del número de países democráticos derivada de lo que Huntington (1994) denominó la «tercera ola democratizadora». Hasta 1974, observan aquéllos, las democracias hasta entonces existentes se clasificaban según los «subtipos clásicos», derivados del específico modelo institucional prefijado por su ordenamiento constitucional. Así, una primera divisoria distinguía entre democracia directa (como la ateniense clásica) y representativa o indirecta (como las actuales); y dentro de ésta, aparecía la bifurcación entre democracia parlamentaria y presidencial; pero cruzada con ésta intervenían otras distinciones entre democracia mayoritaria y proporcional (según el sistema electoral), entre democracia multipartidaria o bipartidista (según el sistema de partidos), entre democracia unitaria, federal o confederal (según la distribución territorial del poder), etc. Disyuntivas que podemos considerar técnicas y que veremos con detalle más adelante.

			Pero además de estos adjetivos clásicos, tras la «tercera oleada» de transiciones a la democracia que se produjeron a partir de 1974 (Huntington, 1994) primero en el sur de Europa (Portugal, Grecia y España), luego en América Latina (Ecuador, Perú, Brasil, Argentina, Chile, etc.) y por fin en Europa del este con la caída del muro de Berlín (Polonia, Checoslovaquia, Hungría...), surgieron o se restablecieron una gran variedad de nuevos regímenes democráticos, con bastante incertidumbre sobre si cumplían o no, y en qué medida, los requisitos clásicos de la democracia liberal. Razón por la cual empezaron a proponerse nuevas etiquetas identificadoras («democracias con adjetivos») capaces de dar cuenta de estas singularidades dudosamente democráticas (Collier y Levitsky, 1996). «Democracias inciertas», las denominaron O’Donnell y Schmitter (1988) para referirse tanto a la incertidumbre de futuro que se abría ante ellas como a la falta de certeza sobre su definitivo carácter democrático, híbrido («democradura») o autoritario.

			El propio Guillermo O’Donnell, gran experto argentino-estadounidense sobre los regímenes burocrático-autoritarios, y coordinador junto con Philippe Schmitter del macroproyecto colectivo sobre las democratizaciones de las dictaduras, propuso algunos de los «adjetivos» calificadores de las democracias que más éxito alcanzaron, aparte del ya citado de democracias inciertas: como el de democracias «delegativas» (contrapuestas a las plenamente «institucionalizadas») para referirse a los populismos plebiscitarios cuyos ciudadanos delegan su responsabilidad cívica en líderes plenipotenciarios elegidos por sufragio universal (O’Donnell, 1996). El término «delegativa» es un ejemplo de aquellos adjetivos descalificadores que se usan para describir democracias sospechosas de incumplir requisitos básicos de la democracia. Pero hay muchos otros adjetivos del mismo tipo descalificador: como democracias problemáticas, defectivas, limitadas, disminuidas, tuteladas, controladas, restrictivas, vigiladas, protegidas, dirigidas, de fachada, de mercado, de partido único, militares, teocráticas, mediáticas, autoritarias, neopatrimoniales y así sucesivamente (Collier y Levitsky, 1996). En cambio, otros adjetivos resultan más calificativos que descalificadores, pues intentan referirse a contenidos técnicos: como democracias electorales, procedimentales, censitarias (de notables), masculinas (sin sufragio femenino), híbridas, mixtas, fronterizas, pluralistas, plebiscitarias, consociativas (Lijphart), teledirigidas o «videodemocracias» (Sartori), etc. Algunas de estas variedades las volveremos a considerar en adelante, pero antes hay que poner orden en este batiburrillo de calificativos laudatorios y descalificaciones peyorativas.

			
2.2. La tipología de Weber


			Podrá parecer extraño que, en lo referido hasta ahora, sintetizado en el cuadro 2.1, no haya aparecido todavía el nombre de Weber, padre fundador de la moderna sociología política. Y es que, en realidad, este gran autor nunca propuso una teoría de la democracia, quizá por considerarla un mero régimen político, cuando lo suyo era hacer teoría del Estado, o mejor dicho, teoría de la dominación legítima, tipificada en tres legitimidades: tradicional, racional y carismática. Es cierto que, en un momento determinado, hacia el final de la Gran Guerra, en 1917, habló del «surgimiento paulatino de una cuarta forma de legitimidad…, de aquella dominación que, al menos oficialmente, deriva su propia legitimidad de la voluntad de los dominados», como si quisiera sugerir su intención de postular un tipo adicional de dominación democrática independiente de los otros tres. Pero la verdad es que Weber abandonó esa idea rápidamente, insistiendo en sus publicaciones posteriores (como La política como profesión) que sólo reconocía sus tres tipos clásicos, sin lugar para un cuarto tipo democrático (Breuer, 1996, p. 171).

			Para Weber, el concepto mismo de «dominación democrática» habría sido un oxímoron, una contradicción entre términos. La idea de democracia implicaba para él, desde el punto de vista conceptual, la anti-dominación, es decir, la subversión del concepto mismo de dominación. Por eso, en la sección séptima del capítulo tercero de la edición definitiva de 1920 de Economía y sociedad, tras haberse referido antes a los tres tipos de dominación legal, tradicional y carismática, introduce la «democracia plebiscitaria» dentro de «la transformación antiautoritaria del carisma» (Weber, 1977, p. 215). Pues Weber, que se mostraba escéptico con el concepto teórico de «soberanía popular», sólo concebía la democracia como la antítesis de la dominación: no como el consentimiento voluntario a ser dominados, sino como resistencia que busca liberarse de la dominación. Observa Breuer que, para referirse a la democracia, «Weber invierte la dirección de la mirada», dirigida a la sociología de la dominación «y considera las contramedidas que exigen los dominados para controlar o limitar las instituciones de dominación. Y justo aquí entra en juego la democracia. La legitimidad democrática es introducida expresamente como un principio ajeno a la dominación, como el resultado de una reinterpretación antiautoritaria, revolucionaria, que puede conducir a una minimización de la dominación del ser humano sobre el ser humano» (Breuer, 1996, pp. 172-173). Y a partir de aquí, entresacándola de los diferentes textos de Max Weber, Breuer postula la reconstrucción hipotética de una posible tipología weberiana de formas de democracia, entendida como alternativa antiautoritaria de la dominación. Para ello establece un cuadro de doble entrada, que por un lado distingue siguiendo a Tönnies entre comunidad (Gemenischaft) indiferenciada (sin mediaciones) y sociedad (Gesellschaft) organizada (con partidos o aparatos), y por otro entre personalización (carismática) e institucionalización (normativa) del compromiso político. Así surgen los cuatro tipos ideales del esquema del cuadro 2.2:

			Cuadro 2.2

			Tipología weberiana de legitimidades democráticas
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			Fuente: Adaptado de Breuer, 1996, p. 179.

			Por democracia «inmediata», en el sentido de democracia directa, hay que entender la ausencia de agrupaciones políticas intermedias (como partidos o facciones) entre cada ciudadano y la comunidad a la que pertenece y en cuyo gobierno participa (la ciudad-estado). Y consiste en la unión de libres e iguales que comparten por rotación, elección o sorteo la toma de decisiones y el servicio público a su comunidad de pertenencia. Son célebres las condiciones que Weber apunta para que la democracia directa resultase posible: «Esta forma de gobierno tiene lugar normalmente en comunidades que presentan las siguientes características: 1) limitación local, 2) limitación en el número de participantes, 3) poca diferenciación en la posición social de los participantes; además presupone, 4) tareas relativamente simples y estables y, a pesar de ello, 5) cierta instrucción y práctica en la determinación objetiva de los medios y los fines apropiados» (Weber, 1977, p. 701). Y observa Breuer: «si no se dan esas condiciones, la democracia inmediata fracasa por motivos técnicos», pues según Weber sólo «puede persistir a nivel local, pero a costa del diletantismo, la ineficacia y el cansancio de los miembros de la comunidad, lo que se traduce en el descenso de la participación electoral y en la apropiación de los cargos por facciones y camarillas» (Breuer, 1996, p. 175).

			La democracia de prosélitos alude a las colectividades igualitarias o redes de confianza vinculadas por lazos de fraternidad y compromiso personal, como en las unidades de combate o en los movimientos religiosos o revolucionarios. Pues para Weber, la antigua democracia griega de Atenas estuvo fundada por las falanges de hoplitas en abierta rebeldía contra la oligarquía terrateniente. Por eso cita también a los soviets comunistas que pudo conocer, o las fratrías de guerreros consagrados para la muerte como en el caso actual del ISIS, IRA o ETA (Zulaika, 1990), que constituyen el mejor ejemplo de este tipo ideal en todo comparable al de tantas sectas religiosas que se consagran al sacrificio común de entrega a los demás: «algo similar a lo que sólo pueden ofrecer las comunidades heroicas de la fraternidad», pues «la extra cotidianeidad de la hermandad bélica y de la muerte en combate» es una experiencia de comunión comparable «sólo al carisma santo y a la vivencia de la comunidad con Dios […]. Y es que “la batalla da al guerrero algo que antes sólo la religión fue capaz de dar: la sensación de un sentido y de una consagración para la muerte que sólo es propia de la guerra. La comunidad del ejército que se encuentra en campaña se siente como una comunidad hasta la muerte» (Weber, citado por Breuer, 1996, p. 136). Es el carisma del guerrero, compartido con los camaradas de la lucha armada practicada en común, que habría de animar poco después a las fraternidades violentas conjuradas para el combate político por el fascismo y el nazismo, que para Breuer fueron ejemplo vivo de la democracia de prosélitos (ibidem, p. 176).

			Así llegamos a las dos formas de democracia que Weber reconoce en las sociedades complejas contemporáneas, claramente separadas entre sí de acuerdo al dilema que él mismo reconoce y plantea en un célebre pasaje de su conferencia La política como profesión (1919). «Sólo hay esta alternativa: o democracia de líder con aparato» (maquinaria de partido) «o democracia sin líder, es decir, la dominación de «políticos profesionales» sin vocación, sin las cualidades íntimas y carismáticas que hacen al líder. Y esto significa la dominación de las camarillas» (Weber, 1992, p. 143). La democracia representativa ordinaria es una «democracia de partidos», donde los electores votan no a unos candidatos singulares, seleccionados por sus virtudes personales, sino a unas siglas de partido, escogido en función de sus preferencias políticas. Unas siglas cosificadas tras las que se oculta en el anonimato la cúpula impersonal de políticos profesionales (apparatchiks o burócratas) que dirigen la maquinaria del partido. Y la única alternativa es, pues, la democracia plebiscitaria, donde es el líder electoral quien se sirve del aparato del partido (su cuadro administrativo) en lugar de ser al revés. Pues pese a su exigencia científica de hacer análisis libre de juicios de valor, Weber deja traslucir su preferencia por la democracia plebiscitaria frente a la meramente representativa, que degenera en transacciones entre facciones, mientras que sólo en aquélla resulta posible formar oradores y seleccionar líderes con auténtica vocación y capacidad para dirigir con éxito el gobierno, según el ejemplo clásico ateniense de Alcibiades o su tutor Pericles.

			Adelantándose a reflexiones muy posteriores que veremos más adelante, Weber alertó contra la posible degeneración del partido de masas, típico de la democracia representativa, hacia los actuales partidos-cártel que alienan a un electorado cada vez más desafecto (Mair, 2015). Pero, sin embargo, no fue capaz de intuir la paralela degeneración de la democracia plebiscitaria hacia el populismo nazifascista de la Europa de entreguerras, aparentemente redivivo de forma pacífica en la actualidad. Es verdad que lo vincula con el «cesarismo» bonapartista de Napoleón III, que trasformó la república francesa en imperio autoritario mediante referéndum aprobado por sufragio masculino universal (Breuer, 1996, pp. 196-201). Pero a eso prefiere anteponer los ejemplos más positivos del presidencialismo estadounidense y del parlamentarismo mayoritario del Reino Unido, que es su modelo característico de democracia plebiscitaria, a partir de los casos que ensalza de Gladstone y Disraeli, y que hoy vemos continuar en sucesores plebiscitados como Churchill, Thatcher, Tony Blair y Boris Johnson (o su modelo Donald Trump).

			
2.3. La tipología de Manin


			Cien años después, ¿qué queda hoy de la hipotética tipología de formas de democracia que, según Breuer, habría propuesto Weber? El modelo actual de tipos de democracia comparable al weberiano es sin duda el de Bernard Manin (1998), cuyo libro analiza el surgimiento de la moderna democracia representativa frente a las formas clásicas de la democracia directa en Atenas y del gobierno mixto en la república romana y en las ciudades-estado renacentistas. Y como los tipos de democracia representativa que distingue son tres (democracia censitaria, de partidos y «de audiencia»), bien podríamos intentar componer una tabla de cuatro tipos que incluyera a la democracia «clásica» junto a los otros tres, para poder compararla así con la tipología weberiana de la figura 2.2; sobre todo si tenemos en cuenta que los dos últimos tipos de Manin, democracia de partidos y democracia «de audiencia», corresponden aproximadamente a los dos tipos análogos de Weber: la democracia representativa y la plebiscitaria. Pero esto no resulta posible porque, como demuestra exhaustivamente el libro de Manin, la democracia «clásica» en cualquiera de sus formas es incomparable con la representativa. Y ello no tanto por una cuestión de tamaño, escala o complejidad, según vimos con Weber, sino por el muy diferente método procedimental en la distribución del poder.

			El grueso del libro de Manin se centra en relatar el modo en que los métodos clásicos de distribuir el poder entre los ciudadanos, que eran tres, la elección, la rotación y el sorteo, se redujeron en los siglos xvii y xviii, por obra del republicanismo que protagonizó las tres revoluciones democráticas (inglesa, estadounidense y francesa), a uno sólo, la elección, en detrimento de los otros dos, la rotación y el sorteo. Estos dos últimos métodos, comunes tanto en la democrática Atenas como en las repúblicas mixtas de Roma y el Renacimiento, tenían un objetivo esencial, que era distribuir por igual entre todos los ciudadanos el acceso al poder mediante la ocupación de cargos decisorios en los tribunales o en las asambleas. Si los cargos se sortean y se impone la rotación al ocuparlos, entonces se produce verdadera igualdad entre todos los ciudadanos al participar en el ejercicio del poder: así ocurría en Atenas, en la Roma republicana, en Florencia o en Venecia. Es verdad que además existían cargos que se ocupaban por elección popular, como en Atenas los de estratega (gobernante) y administrador público, pero ellos sólo proponían y ejecutaban, pues las decisiones siempre las tomaban colectivamente los miembros de la asamblea designados por rotación y sorteo.

			En cambio, las revoluciones inglesa, americana y francesa erradicaron el sorteo e impusieron la elección como único método democrático para designar a los ocupantes de los cargos tanto en los cuerpos legisladores (representantes) como en los órganos ejecutivos (gobernantes) o incluso judiciales (en EE UU). ¿Por qué? Manin dedica toda una sección de su libro a explicar «el triunfo de la elección: consentir el poder en lugar de ocupar cargos» (Manin, 1998, pp. 103-118). «Había en efecto una idea a cuya luz los respectivos méritos de sorteo y elección resultaban desiguales: el principio de que toda autoridad legítima procede del consentimiento general de aquellos sobre los que se va a ejercer, pues los individuos libres sólo están obligados por lo que han consentido; las tres revoluciones modernas se realizaron en nombre de este principio» (ibidem, p. 108).

			Y concluye Manin: «cuando se creó el gobierno representativo, la preocupación por la igualdad en la distribución de cargos quedó relegada al olvido. Aquí se encuentra la solución a la paradoja de que un método (la elección), que distribuía los cargos de forma menos igualitaria que el sorteo, prevaleciese a la vez que se declaraba la igualdad política entre los ciudadanos. Cuando surgió el gobierno republicano, el tipo de igualdad política que se prefirió fue el de igualdad de derechos a consentir el poder, no la igualdad de oportunidades para obtener un cargo. Lo cual significa que había emergido una nueva concepción de ciudadanía» (distinta de la antigüedad clásica y renacentista): «ahora los ciudadanos se consideraban ante todo como fuente de legitimidad política, más que como personas capaces de ocupar un cargo» (ibidem, p. 118).

			Así se edificó la democracia representativa como una aristocracia electoral, donde, en el acto de votar, los representados prestan su consentimiento expreso a permanecer subordinados a sus representantes electos. Esto equivale a una nueva forma de dominación libremente consentida por los dominados, lo que implica una inversión del argumento weberiano sugerido por Breuer acerca de la democracia como no dominación. Pues reinterpretando a Manin, cabría entender la democracia representativa como otra forma (¿la cuarta?) de dominación legítima, tras las tres clásicas (tradicional, burocrática y carismática) que Weber postuló. Aunque también podría pensarse que, en realidad, la democracia representativa de Manin viene a coincidir con la democracia plebiscitaria de Weber, siendo los representados los seguidores que, con su voto, confirman el carisma atribuido a los líderes o a los partidos que les representan.

			Y a partir del triunfo de la elección popular como única fuente de legitimación de legisladores parlamentarios y gobernantes ejecutivos, Manin pasa a desgranar en el resto del libro los tres tipos ideales de democracia representativa que se fueron sucediendo a lo largo de los dos últimos siglos: la democracia de notables hasta el final del siglo xix, la democracia de partidos en el siglo xx y la democracia de audiencia desde 1975 aproximadamente. Véase al respecto el esquema del cuadro 2.3:

			Cuadro 2.3

			Tipología de Manin de regímenes representativos
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							«de Partidos»

						
							
							Democracia

							«de Audiencia»
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							Equipo Candidato Máquina Partido
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							Neocorporatismo

						
							
							Videopolítica
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			Fuente: Adaptado de Manin (1998), p. 287.

			El primer tipo es el «parlamentarismo», como él lo denomina, aunque para evitar confusiones también cabría llamarlo «democracia de notables» (porque se elegía como representantes a los ciudadanos más eminentes de cada circunscripción: los notables o caciques) o incluso «democracia censitaria» (dado que el censo electoral estaba restringido a los votantes masculinos propietarios o rentistas), por cuanto el término «parlamentarismo» se aplica mejor a uno de los dos sistemas de gobierno democrático por oposición al «presidencialismo». Y si Manin elige llamarlo así es porque al parlamentarismo caciquil del siglo xix no se le puede llamar «democracia», ni aunque sea censitaria, por cuanto sólo era una oligarquía elegida por una exigua base de votantes. Este tipo se extiende desde la primera instauración democrática hasta finales del siglo xix, cuando emerge la «democracia de partidos», siendo su «edad de oro» el período desde la Primera Ley de Reforma inglesa de 1832 hasta la Segunda de 1867 (ibidem, p. 249).

			Cada circunscripción electoral elegía a sus representantes de entre los ciudadanos más notorios por su prestigio e influencia: los llamados notables o influyentes locales, que Robert Dahl elevó en 1963 a la condición de garantes de la idealizada democracia local en su célebre obra ¿Quién gobierna? (Dahl, 2010). Pero con respecto al parlamentarismo decimonónico, estos notables locales eran los célebres «caciques» acerbamente criticados en 1901 por Joaquín Costa, a la cabeza de la Generación del 98, en su célebre panfleto de denuncia Oligarquía y caciquismo (Costa, 1998). En realidad, en países como España, Francia e Italia, estos caciques decimonónicos, de procedencia inmemorial por descender del clientelismo latino originario del imperio romano (Gellner, 1985), eran los intermediarios entre los intereses locales y el Ministerio del Interior ocupado por el partido de turno (liberal o conservador) que fabricaba las mayorías parlamentarias, amañando así un «turnismo» que remedaba la alternancia bipartidista a imitación del admirado parlamentarismo británico (Robles Egea, 1996).

			Y es verdad que en el parlamentarismo inglés el fraude electoral no era tan descarado, pues por minoritarias que fueran las elecciones se reñían con un relativo fair play, que rechazaba la corrupción a gran escala practicada en la Europa latina. Pero al margen de su grado de limpieza, lo cierto es que los vínculos políticos que se establecían entre los representantes locales y sus electores británicos, con mayor o menor fraude electoral, se basaban en las mismas relaciones de confianza entre patronos y clientes que predominaban en el sur del continente europeo. Pues el patronazgo y el clientelismo se debía tanto más al sistema electoral e institucional del parlamentarismo oligárquico que a la cultura política de tipo anglosajón o latino. Sencillamente, los representados elegían a aquellos representantes en quienes confiaban personalmente, por tener contraídos con ellos relaciones de confianza jerárquica basadas en los intereses compartidos con reciprocidad asimétrica. Eso hacía del parlamentarismo un régimen personalista.

			Por lo demás, los representantes parlamentarios utilizaban como base de apoyo su propio equipo privado (la oficina del candidato) auxiliado en la distancia por un «partido de cuadros» (con fuentes de financiación dependientes del spoil system y el tráfico de influencias practicado cuando sus candidatos ocupaban cargos públicos) de muy escaso desarrollo orgánico, cuya rudimentaria maquinaria sólo se ponía en funcionamiento con ocasión de las periódicas campañas electorales: una situación que aún perdura, en buena medida, en la democracia estadounidense. Finalmente, el debate político sólo tenía lugar entre los representantes electos dentro de la sede del parlamento, fuera de cuyas puertas se quedaban las demandas desatendidas de los nacientes movimientos sociales como el cartismo y el sufragismo, que protestaban respectivamente contra la exclusión de los asalariados y de las mujeres del sufragio electoral. Por eso señala Manin que se abría un divorcio entre la opinión pública extraparlamentaria, aireada por la masiva prensa popular que amplificaba la voz de la calle, y las deliberaciones parlamentarias centradas en los intereses de las clases pudientes que sólo hallaban eco en la elitista prensa política.

			El segundo tipo es la «democracia de partidos», producto de la extensión y universalización del sufragio electoral, también femenino desde 1918 en el Reino Unido, así como de la definitiva estructuración en Europa de la sociedad industrial de clases, lo que modifica radicalmente la relación entre representantes y representados en las democracias parlamentarias. El punto esencial a destacar es que el voto deja de estar personalizado, pues ya no se vota por candidatos conocidos en quienes se confía personalmente, sino que ahora se vota a candidatos desconocidos o anónimos cuya única virtud es estar incluidos en la lista electoral presentada por el partido de masas que mejor defienda y represente los intereses de cada elector. Así, el vínculo de lealtad política ya no se establece entre el elector y «su» representante sino entre el votante y «su» partido político, sea cual fuere la persona designada para ocupar un puesto en la lista. De esta forma, dada la férrea división social marcada por los distintos clivajes que estructuran la sociedad, cada ciudadano está representado por un partido determinado según cual sea su clase, su grupo de estatus, su confesión religiosa, su identidad étnica o su pertenencia territorial (Lipset y Rokkan, 1992). La representación política se convierte así en una representación socio-estructural, que quedaría «congelada» dentro de cada país en un determinado alineamiento electoral homólogo a su correspondiente sistema de partidos hasta el advenimiento en el último tercio del siglo xx de la llamada sociedad post-industrial (Bell, 1976).

			Y si ahora los representados son los miembros del sector social que se identifica con cada partido tanto si están afiliados como si son simples simpatizantes, que mantienen de por vida su lealtad ideológica a sus siglas elección tras elección y generación tras generación, también los representantes cambian respecto al modelo anterior. Lejos de ser «notables» con influencia y personalidad propias, ahora son activistas, militantes de las agrupaciones locales o meros funcionarios del aparato (burócratas o apparatchicki), que obedecen religiosamente la disciplina del partido votando las consignas dictadas por la cúpula que les transmiten los portavoces de su grupo parlamentario. Una cúpula que impone su absoluta dominación sin apenas democracia interna sobre un organigrama que actúa como una auténtica clientela cautiva, haciendo verosímil la ley de hierro de la oligarquía de los partidos que el amigo de Weber, Robert Michels (2008), teorizó tomando como ejemplo el caso del centenario Partido Socialdemócrata Alemán (SPD) al que perteneció Marx, que constituye el mejor paradigma del partido de masas.

			Y en este segundo tipo de democracia representativa el debate desaparece del parlamento, por cuanto ahora los oradores ya no pretenden argumentar, deliberar y potencialmente persuadir a sus adversarios y potenciales aliados de la asamblea sino que se limitan a proclamar consignas antagónicas haciendo oposición con dogmático sectarismo sin ninguna posibilidad de alcanzar acuerdos, mientras que los verdaderos debates se libran en el interior de cada partido donde las distintas facciones pugnan por imponer su propia línea estratégica al programa oficial. Estas contiendas ideológicas argumentadas por los intelectuales orgánicos de cada partido y frecuentemente polarizadas encuentran su cámara de resonancia en la sensacionalista prensa de masas que se hace eco de la confrontación partidaria. Y entretanto, la verdadera deliberación política se negocia fuera del parlamento con los grupos de interés encuadrados en grandes organizaciones afines, como las patronales y los sindicatos, a fin de alcanzar con ellos amplios acuerdos neo corporatistas de concertación social. Esta «partidocracia» todavía perdura en cierta medida, pero ahora los viejos partidos de masas son considerados dinosaurios o muertos vivientes que ya han perdido casi todo su poder de representación popular.

			Así llegamos al tercer tipo: la «democracia de audiencia», que ha venido a suplantar al modelo anterior tras la desestructuración de la vieja sociedad industrial, hoy sustituida por la llamada «modernidad líquida» (Bauman, 2002) que ha desclasado a los representados liberándolos de su anterior sujeción vitalicia a la posición ocupada en la estructura social. Todo ello como consecuencia de la crisis del modelo de acumulación fordista y keynesiano que se produjo en torno a 1975, para verse continuado por el modelo de acumulación monetarista y «financiarizado» que habría de dar lugar a la globalización neoliberal. Y en esta nueva sociedad posindustrial y de servicios terciarios, los ciudadanos precarizados y desiguales ya han perdido su determinación de clase y ahora son electores flotantes y volátiles, sin lealtad de partido ni fidelidad de voto, por cuanto se muestran desafectos a los viejos partidos de masas y dispuestos a elegir a los nuevos partidos «atrápalotodo» (catch-all-party), que ya no representan a un sector cautivo sino que buscan pescar en caladeros interclasistas de votos ajenos (Kirchheimer, 1980), y a los más recientes «partidos-cártel» (Katz y Mair, 2004), que se desinteresan de los representados y concentran su dedicación política a la gobernanza tecnocrática social-liberal.

			Una vez roto el vínculo de confianza indisoluble entre electores y partidos, los ciudadanos desafectos empiezan a explorar nuevas experiencias promiscuas con candidaturas más atrayentes. Así se inicia la era del marketing político, donde los asesores publicitarios empiezan a manufacturar la imagen de candidatos seductores que ya no proceden de las filas burocráticas del partido sino del casting de los escenarios mediáticos. Con ello se retorna a la vieja personalización de la política que ya presidió el parlamentarismo del siglo xix, tratando de recuperar el voto de confianza de los electores frustrados. Pero ahora esa confianza personal en los representantes ya no procede de su proximidad geográfica o ideológica con los representados, como ocurría en los dos modelos anteriores, sino de la buena reputación que logren alcanzar los candidatos por sus intervenciones audiovisuales en los programas de info-entretenimiento como «personajes mediáticos».

			De ahí que buena parte de la confrontación política, sobre todo a partir del caso Watergate en 1974, esté centrada en los intentos de destruir la reputación personal de los adversarios mediante la publicidad negativa y la política del escándalo (Thompson, 2001). Es el triunfo de la «videopolítica» denunciada por autores tan respetados como Bourdieu (1997) o Sartori (1998), que obliga a los líderes políticos a confiar la dirección estratégica de su ejecutoria no ya en los ideólogos o intelectuales de su partido sino en sus directores de comunicación (DirComs), pronto conocidos como spin doctors o gurús electorales. Así es como la deliberación política rehúye los debates en sede parlamentaria para instalarse en las tertulias y debates mediáticos que ocupan el prime time con sus programas de entretenimiento político (infotainment).

			Esto hace que la etiqueta «democracia de audiencia», propuesta por Manin para designar este tercer modelo tipológico, haya sido por lo general interpretada en el sentido de la «audiencia mediática» que buscan alcanzar los responsables políticos con las «representaciones escénicas» (performances) que protagonizan sus candidatos. Al fin y al cabo, obtener audiencias multimillonarias en los programas de televisión (y hoy en las llamadas redes sociales) se fue convirtiendo en el objetivo principal de la política porque suele ser el anuncio de futuras cosechas multimillonarias de votos. Sin embargo, aunque esta interpretación fuera sugerida por el propio Manin, en realidad este autor utiliza el término «audiencia» en otro sentido bastante distinto, pues intenta significar que se ha invertido la dirección de la representación. En la democracia de partidos, los políticos representaban (en el sentido de que reflejaban y reproducían) las demandas, los intereses y las preferencias de sus bases electorales, que estaban prefijados de antemano por la posición que ocupaban en la estructura social. Por lo tanto, la flecha o vector de la representación partía de los representados y terminaba en los representantes, pues éstos «respondían» a las demandas surgidas a iniciativa de aquéllos. Pero tras la desestructuración posindustrial y el consiguiente desclasamiento social, esto ya no es así.

			En la democracia de audiencia, los electores desconocen cuáles son sus demandas, intereses y preferencias, y tienen que ser los representantes quienes tomen la iniciativa y se las revelen, anuncien y propongan a los representados para que éstos las asuman haciéndolas suyas. Es decir, ahora la iniciativa parte del representante y recae sobre el representado. Afirma Manin: «el electorado aparece sobre todo como una audiencia que responde a los términos que se les presentan desde el escenario político. Por eso aquí llamaré a esta forma de gobierno representativo democracia de audiencia» (Manin, 1998, p. 273). Lo cual hace sugerir que la «oferta» de los representantes crea, induce o genera la «demanda» de los representados, con lo que estaríamos ante una política «del lado de la oferta» frente a la democracia de partidos que había sido una política «del lado de la demanda». Pero como esto le tendría que haber llevado a denominar su modelo «democracia de mercado», nuestro autor se resiste a aceptarlo así por temor a ser confundido con la escuela de Rochester liderada por Downs (1973), y en su lugar prefiere hablar de «democracia de audiencia» tras negar que la oferta de mercado pueda crear su propia demanda, lo que no parece demasiado convincente. Sea como fuere, resulta mejor aceptar su etiqueta, pues democracia «de mercado» alude más bien a un modelo neoliberal de democracia mercantilizada, donde los políticos no se deben a sus representados, sino que obedecen a las fuerzas (y a los poderes) del mercado (Wolin, 2008).

			No obstante, al margen de la etiqueta adoptada, de audiencia o de mercado, lo definitorio de este tercer tipo de democracia, en palabras de Manin, es que los líderes representantes son quienes toman la iniciativa de interpelar a la ciudadanía proponiendo su propia agenda política a los ciudadanos representados, e invitándoles a responder a ella asumiéndola como propia. Pues bien, ésta ha sido precisamente la característica específica que ha distinguido a las nuevas plataformas partidarias convencionalmente denominadas «populistas», de naturaleza híbrida entre partidos y movimientos sociales, que han irrumpido en el escenario político desde comienzos de siglo contribuyendo a transformar radicalmente, sobre todo tras la gran crisis de 2008-2012, el sistema tradicional de partidos en casi todos los países europeos. Como es lógico, el libro de Manin no pudo analizar este fenómeno por su temprana fecha de publicación. Pero no hay duda de que el populismo tanto de derechas como de izquierdas corrobora y confirma la interpretación de Manin sobre la naturaleza de la democracia de audiencia, fundada en la capacidad autónoma del liderazgo político para tomar la iniciativa de interpelar a la audiencia ciudadana invitándola a responder afirmativamente sumándose a ella.

			
2.4. La genealogía de Held


			Estas dos tipologías, la hipotética de Weber y la ampliamente citada y compartida de Manin, no aluden al contenido programático de cada modelo, sino que se refieren sobre todo a su estructura interna y al contexto socio-político en que cada tipo tiene lugar. Conviene por tanto prestar atención a alguna otra clasificación que atienda a los aspectos no taxonómicos sino normativos de las distintas teorías de democracia. Y en este género, sin duda la más respetada es la propuesta presentada por David Held, que además resulta tan conocida como la de Bernard Manin. Ahora bien, en este caso no se trata de una tipología, como las que acaban de verse, sino de una genealogía, que rastrea las líneas evolutivas seguidas por las escuelas de filosofía política que se han venido proponiendo históricamente en defensa de la democracia como forma de gobierno.

			No obstante, la dilatada influencia que ha ejercido la genealogía de Held, prolongada un cuarto de siglo, ha dado tiempo a que su autor evolucione cambiando sustancialmente su formato. La primera versión de 1987 presentaba nueve modelos denominados así: (I) Democracia Clásica, (II) D. Protectora, (III) D. Desarrollista, (IV) D. Directa, (V) D. Elitista Competitiva, (VI) D. Pluralista, (VII) D. Legal, (VIII) D: Participativa y (IX) Autonomía Democrática. En esta versión (llamémosle) «primitiva», el último modelo era una especie de cajón de sastre donde se incluían los tempranos desarrollos del por entonces recién aparecido «neo-republicanismo», que ya tuvimos ocasión de contemplar entre los criterios maximalistas de demarcación democrática (cuadro 2.1). Pues bien, una generación después, el impacto ya maduro de dicho republicanismo le obligó a variar su genealogía, incluyendo nuevos preámbulos «republicanos» (Held, 2009). He aquí la nueva lista de modelos, agrupados por épocas:

			Cuadro 2.4

			Tipología de Held de modelos democráticos
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							Clásico

						
							
							(I) Democracia Clásica

						
							
							Aristóteles

						
					

					
							
							Neoclásico

						
							
							(IIa) Republicanismo Protector

							(IIb) Republicanismo Desarrollista

						
							
							Montesquieu

							Rousseau

						
					

					
							
							Contemporáneo

						
							
							(IIIa) Democracia Protectora

							(IIIb) Democracia Desarrollista

							(IV) Democracia Directa

						
							
							Madison, Bentham

							John Stuart Mill

							Marx

						
					

					
							
							Reciente

						
							
							(V) Elitismo Competitivo

							(VI) Democracia Pluralista

							(VII) Democracia Legal

							(VIII) Democracia Participativa

							(IX) Democracia Deliberativa

						
							
							Weber, Schumpeter

							Dahl

							Hayek

							Mcpherson, Pateman

							Habermas, Elster

						
					

				
			

			Visto así, este cuadro más parece un listado de «democracias con adjetivos», en el que no se reconocen las distintas corrientes afines ni las líneas de descendencia. Por lo tanto, para poder visualizarlo como un árbol genealógico, lo mejor será reordenarlo tal como hace el propio Held (2009, p. 24) mediante un esquema de Variedades de democracia que se puede simplificar de la forma que aparece en la figura 2.1:

			Figura 2.1

			Genealogía de modelos democráticos (Held)

			[image: ]

			Fuente: Adaptado de Held, 2009, p. 24.

			Aquí vemos cómo el tronco principal arranca de la democracia ateniense, tal como fue analizada por un observador relativamente imparcial, aunque tardío, como Aristóteles. Posteriormente, el republicanismo renacentista representado por Maquiavelo recuperó esa raíz ateniense, pero la combinó con la mayor influencia ejercida por el recuerdo idealizado de la república romana (tal como fue transmitido por republicanos como Cicerón o Tito Livio), que nunca fue una democracia sino una oligarquía de patricios. De ahí que Held considere al republicanismo neoclásico escindido en dos corrientes alternativas: la «protectora», que hace una lectura oligárquica dedicada a proteger los intereses de las clases propietarias, frente a la «desarrollista», que por el contrario la reinterpreta en el sentido más favorable a la participación de las clases populares. Y esta división del republicanismo dieciochesco en dos alas, a derecha (ala «protectora») e izquierda (ala «desarrollista»), se transmitirá después a toda su progenie posterior de modelos de democracia. Así, en la figura 2.1, los modelos de la primera columna por la izquierda son los «protectores» o conservadores (de derechas), que blindan la protección de los intereses de las élites sociales, mientras los situados en la segunda columna central son los modelos «desarrollistas» o progresistas (de izquierdas), que procuran desarrollar el autogobierno y la participación de las clases populares. Por su parte, la tercera columna más a la derecha se refiere a los modelos que reclaman la democracia directa: desde el ateniense al de Marx, y su eco actual en la democracia deliberativa y participativa.

			Por lo demás, Held señala que «los modelos podrían dividirse razonablemente en dos tipos generales: la democracia directa o participativa (un sistema de toma de decisiones para las cuestiones públicas en el que los ciudadanos participan directamente) y la democracia liberal o representativa (un sistema de gobierno que comprende a “funcionarios” electos que asumen la “representación” de los intereses y/o las opiniones de los ciudadanos en el marco del “imperio de la ley”» (Held, 2009, p. 23). Y estas dos almas de la democracia surgen desde el mismo momento de la aparición del liberalismo en los siglos xvii y xviii, que pronto se escinde a derecha e izquierda en dos corrientes contrapuestas pero complementarias: la que busca proteger las libertades negativas amenazadas por el posible abuso de un poder arbitrario, frente a la que pretende desarrollar las libertades positivas (autonomía y virtudes cívicas) favoreciendo la deliberación y la participación de la ciudadanía en la cosa pública. Así logramos cuadrar el círculo integrando en un conjunto armonioso los diversos requisitos yuxtapuestos que se exigía como ya vimos a las democracias para ser tenidas por tales (véase supra, p. 41, cuadro 2.1).

			Como es lógico, aquí no podemos entrar en detalle sobre las diversas características normativas de cada uno de los modelos, pues no es esa la función de un libro como éste. En este capítulo se trataba de familiarizar al lector con las diversas especies o clases de democracias, buscando a ser posibles las relaciones establecidas entre unas y otras, y las tipologías de Weber y Manin, así como la genealogía de Held, nos han servido para ese propósito de manera más que suficiente. Pero las suyas no son las únicas clasificaciones posibles, pues hay otras varias como tendremos ocasión de comprobar. Por ejemplo, las clasificaciones geopolíticas en democracias anglosajonas, germánicas y latinas (Colomer, 2001, pp. 56-79), o las clasificaciones temporales de democracias de la primera ola, de la segunda o de la tercera ola (Huntington, 1994); por citar dos casos muy conocidos que analizaremos más adelante con mayor detenimiento. O también, las clasificaciones en rankings de calidad democrática emitidas anualmente por instituciones como Freedon House o V-Dem Institute, que visitaremos en el próximo capítulo. Entretanto, quedémonos con la idea de que el género de los regímenes democráticos incluye tal variedad de especies alternativas que parecen inconmensurables entre sí, más allá de su único denominador común, que es la regla electoral del voto por mayoría.
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